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1. Análisis de la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y 

lucha contra el fraude fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 

2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se 

establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden 

directamente en el funcionamiento del mercado interior, de 

modificación de diversas normas tributarias y en materia de 

regulación del juego 

 

La Ley 11/2021, de 9 de julio, introduce modificaciones en varias leyes de carácter 

fiscal, siendo las que en este estudio más interesa la LISD, la LITPyAJD, la LIP, la LGT y la Ley 

del Catastro Inmobiliario. En el Anexo A se incluye una comparativa de los artículos que han 

sido modificados en estas cinco leyes, que he confeccionado con el ánimo de poder localizar 

fácilmente las modificaciones efectuadas en los artículos de estos textos legales. 

La segunda modificación efectuada que tiene mayor relevancia es el término “valor 

real”, que ha sido modificado por “valor de mercado”, término especialmente trascendente 

por constituir la base imponible de los ISD, TPyAJD e IP. Así, la Ley 11/2021 modifica el art. 9 

de la LISD y se añaden tres nuevos apartados al apartado 1 del art. 10 de la LITPyAJD, 

definiendo el término “valor de mercado” y se estableciéndose dos modalidades para su 

impugnación. 

Concretamente, los párrafos añadidos en los arts. 9 y 10 de la LISD y la LITPyAJD 

respectivamente, disponen lo siguiente (la negrita es mía):  

«A efectos de este impuesto, salvo que resulte de aplicación alguna de las reglas 

contenidas en los apartados siguientes de este artículo o en los artículos siguientes, se 

considerará valor de los bienes y derechos su valor de mercado. No obstante, si el valor 

declarado por los interesados, el precio o contraprestación pactada o ambos son 

superiores al valor de mercado, la mayor de esas magnitudes se tomará como base 

imponible.  
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Se entenderá por valor de mercado el precio más probable por el cual podría 

venderse, entre partes independientes, un bien libre de cargas.  

2. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el valor de referencia previsto 

en la normativa reguladora del catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del 

impuesto.  

No obstante, si el valor del bien inmueble declarado por los interesados, el precio o 

contraprestación pactada, o ambos son superiores a su valor de referencia, se tomará 

como base imponible la mayor de estas magnitudes.  

Cuando no exista valor de referencia o este no pueda ser certificado por la Dirección 

General del Catastro, la base imponible, sin perjuicio de la comprobación administrativa, 

será la mayor de las siguientes magnitudes: el valor declarado por los interesados, el 

precio o contraprestación pactada o el valor de mercado.  

3. El valor de referencia solo se podrá impugnar cuando se recurra la liquidación 

que en su caso realice la Administración Tributaria o con ocasión de la solicitud de 

rectificación de la autoliquidación, conforme a los procedimientos regulados en la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  

Cuando los obligados tributarios consideren que la determinación del valor de 

referencia ha perjudicado sus intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación de la 

autoliquidación impugnando dicho valor de referencia.  

4. Cuando los obligados tributarios soliciten una rectificación de autoliquidación por 

estimar que la determinación del valor de referencia perjudica a sus intereses legítimos o 

cuando interpongan un recurso de reposición contra la liquidación que en su caso se le 

practique, impugnando dicho valor de referencia, la Administración Tributaria resolverá 

previo informe preceptivo y vinculante de la Dirección General del Catastro, que ratifique 

o corrija el citado valor, a la vista de la documentación aportada.  

La Dirección General del Catastro emitirá informe vinculante en el que ratifique o 

corrija el valor de referencia cuando lo solicite la Administración Tributaria encargada de 

la aplicación de los tributos como consecuencia de las alegaciones y pruebas aportadas 

por los obligados tributarios.  

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o ratificando el valor de 

referencia, cuando lo solicite la Administración Tributaria encargada de la aplicación de 

los tributos, como consecuencia de la interposición de reclamaciones económico-

administrativas.  

En los informes que emita la Dirección General del Catastro, el valor de referencia 

ratificado o corregido será motivado mediante la expresión de la resolución de la que 

traiga causa, así como de los módulos de valor medio, factores de minoración y demás 

elementos precisos para su determinación aprobados en dicha resolución».  
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Y el apartado uno del art. 10 de la LIP, que hace referencia a la base imponible de los 

bienes inmuebles, queda redactado de la siguiente forma:  

«Uno. Por el mayor valor de los tres siguientes: El valor catastral, el determinado o 
comprobado por la Administración a efectos de otros tributos o el precio, 
contraprestación o valor de la adquisición».  

 

Nótese que se establecen dos formas para impugnar el valor de referencia: cuando se 

recurra la liquidación que en su caso realice la Administración Tributaria, por ejemplo, en los 

casos en los que el contribuyente solicita la valoración de los bienes y posterior emisión de 

liquidación del ISD, o mediante la solicitud de rectificación de la autoliquidación, modalidad 

impuesta siempre en el ITPyAJD y en el IP. Esto significa que, en los casos de autoliquidación, 

se está imponiendo liquidar por el valor de referencia, y en caso de no estar de acuerdo con él, 

iniciar un procedimiento de solicitud de rectificación de la autoliquidación, lo cual resulta ser la 

primera modificación efectuada con mayor relevancia y la que va a generar mayor controversia. 

Cabe mencionar que, habiendo sido modificadas las leyes del ISD y TPyAJD alterando 

el término “valor real” por “valor de mercado”, no así se ha efectuado en los reglamentos de 

dichos tributos. Véanse los arts. 22, 35, 40.2 del reglamento del ISD y los arts. 37 y 91.1 del 

reglamento del ITPyAJD, donde la base imponible la constituye el “valor real” de los bienes y 

derechos, minorado por las cargas que en su caso pudiera corresponder. 

Estas modificaciones realizadas en la nueva Ley/2021 de medidas de prevención y 

lucha contra el fraude fiscal, suponen una inversión de las reglas del juego, pues cuando antes 

era la Administración la que debía desvirtuar el valor declarado, ahora se invierte la carga de la 

prueba, teniendo el contribuyente que liquidar por el valor de referencia impuesto, y en caso 

de no estar de acuerdo con dicho valor, solicitar rectificación de la autoliquidación. 

No obstante, cuando el valor de referencia sea superior al valor de compraventa, el 

obligando tributario podrá escoger entre dos opciones, a saber: 

» Liquidar por el valor de referencia y posteriormente solicitar rectificación de 

autoliquidación.  
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Esta opción supone ingresar más importe en concepto de liquidación del impuesto, 

tener que aportar prueba para combatir el valor de referencia, lo que significa incurrir en el 

coste de realizar una tasación, e iniciar un procedimiento administrativo durante el cual, 

presumiblemente, se irá avanzando según se vaya produciendo la desestimación presunta por 

silencio administrativo negativo. 

» Liquidar por el valor de compraventa, incumpliendo la ley por estar declarando una 

base imponible inferior, y esperar a que la Administración inicie un procedimiento de gestión 

tributaria1:  

Esta opción tiene varias ventajas y un solo inconveniente. La principal ventaja es que, 

iniciado un procedimiento de gestión tributaria, la Administración Tributaria deberá solicitar a 

la Dirección General del Catastro un informe del valor de referencia motivado, así como los 

módulos de valor medio, factores de minoración y demás elementos precisos para su 

determinación, es decir, la Administración ahora es la que tendrá que desvirtuar el valor 

declarado aportando un informe debidamente motivado que justifique el valor de referencia. 

Otra ventaja es que no hay que ingresar más importe en concepto de liquidación del impuesto, 

al menos, hasta que se resuelva el procedimiento administrativo, véase el art. 120.1 del 

reglamento del ITPyAJD en el que la reserva del derecho a promover la tasación pericial 

contradictoria determina la suspensión del ingreso de la liquidación practicada y del plazo de 

reclamación contra la misma2.  

                                                      

1 Art. 123 LGT: c) procedimiento de verificación de datos, d) procedimiento de comprobación de valores, e) 
procedimiento de comprobación limitada.  
 
2 En el ISD la posibilidad de reserva del derecho a promover la tasación pericial contradictoria, en la que se incluye 
implícitamente la suspensión de la deuda, dependerá de la normativa de cada comunidad autónoma. La 
normativa del IRPF no contempla la posibilidad de la reserva del derecho a promover la tasación pericial 
contradictoria, solamente el derecho a promoverla dentro del plazo para interponer recurso de reposición contra 
la liquidación provisional y como alternativa a la interposición del recurso, por lo que tendría que efectuarse el 
pago de la sanción sin perjuicio de su posterior devolución en caso de resolución favorable contra la liquidación 
principal que originó la sanción.  
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La desventaja de esta alternativa es la posible sanción tributaria3, pero la interposición 

de un recurso o reclamación administrativa contra la sanción, supondrá la suspensión 

automática de su ejecución4 sin necesidad de aportar garantías hasta su firmeza en vía 

administrativa.  

El procedimiento sancionador es independiente del procedimiento de aplicación de los 

tributos, por el cual se dictó la liquidación provisional, siendo este último acto el que determina 

la imposición de la sanción, por lo que si la resolución del recurso interpuesto lo estimara total 

o parcialmente se procedería a anular o modificar la liquidación provisional y la de todos los 

actos que deriven de su causa, entre ellos el procedimiento sancionador, ya que en ese caso 

faltaría o se modificaría el elemento objetivo de la infracción. 

Por último, cabe recordar lo establecido en el art. 108.4 de la LGT, en tanto que los 

hechos consignados en las autoliquidaciones por los obligados tributarios se presumen ciertos, 

y lo preceptuado en art. 105.1 de la misma ley en relación a la carga de la prueba: “en los 

procedimientos de aplicación de los tributos quien haga valer su derecho deberá probar los 

hechos constitutivos del mismo”. 

 

2. Nuevo valor de referencia del Catastro 

 

Como ya se ha hecho referencia en el punto anterior, la nueva Ley/2021 de medidas de 

prevención y lucha contra el fraude fiscal, establece como base imponible de los mencionados 

impuestos el valor de mercado previsto en la normativa reguladora del catastro inmobiliario. 

                                                      

3 Art. 191 LGT. Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una 
autoliquidación. Será leve cuando la base de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros, o siendo superior, no 
exista ocultación, y consistirá en multa pecuniaria proporcional del 50 por ciento. 
 
4 Art. 212.3.a) LGT.  
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Tanto el valor de referencia, como la metodología para su obtención, pueden obtenerse 

en la sede electrónica de la Dirección General del Catastro a través del enlace  

https://www1.sedecatastro.gob.es/Accesos/SECAccvr.aspx, en el cual se puede acceder a la  

“Resolución de 10 de noviembre de 2021, de la Dirección General del Catastro, sobre elementos 

precisos para la determinación de los valores de referencia de los bienes inmuebles urbanos del 

ejercicio 2022” y sus correspondientes anexos, a saber: 

 

 

La Resolución de 10 de noviembre de 2021, elaborada con el fin de “debe determinar 

de forma objetiva, a partir de los datos obrantes en el Catastro y con el límite del valor de 

mercado, el valor de referencia de cada inmueble, entendiendo por tal, el resultante del análisis 

de los precios comunicados por los fedatarios públicos en las compraventas inmobiliarias 
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efectuadas” 5, tal y como en la resolución se manifiesta, establece “los elementos precisos para 

la determinación de los valores de referencia de los inmuebles,  por aplicación de los citados 

módulos de valor medio y del factor de minoración correspondiente” 6, todo ello a tenor de la 

disposición transitoria novena del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario 

modificada tras la Ley/2021 de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, cuyo texto 

ha quedado redactado de la siguiente forma (la negrita es mía): 

«Disposición final tercera. Valor de referencia.  

La Dirección General del Catastro determinará de forma objetiva y con el límite 

del valor de mercado, a partir de los datos obrantes en el Catastro, el valor de referencia, 

resultante del análisis de los precios comunicados por los fedatarios públicos en las 

compraventas inmobiliarias efectuadas.  

A este efecto, incluirá las conclusiones del análisis de los citados precios en un 

informe anual del mercado inmobiliario, y en un mapa de valores que contendrá la 

delimitación de ámbitos territoriales homogéneos de valoración, a los que asignará 

módulos de valor medio de los productos inmobiliarios representativos. El citado mapa 

se publicará en la sede electrónica de la Dirección General del Catastro.  

Con el fin de que el valor de referencia de los inmuebles no supere el valor de 

mercado se fijará, mediante orden de la Ministra de Hacienda, un factor de minoración 

al mercado para los bienes de una misma clase.  

Con periodicidad anual, la Dirección General del Catastro aprobará, mediante 

resolución, los elementos precisos para la determinación del valor de referencia de cada 

inmueble por aplicación de los citados módulos de valor medio y de los factores de 

minoración correspondientes, en la forma en la que reglamentariamente se determine».  

 

El factor de minoración (FM) ha sido publicado en la Orden HFP/1104/20217, 

estableciéndose, tanto para inmuebles urbanos como para inmuebles rústicos, el coeficiente 

                                                      

5 Párrafo primero de la Resolución de 10 de noviembre de 2021, de la Dirección General del Catastro, sobre 
elementos precisos para la determinación de los valores de referencia de los bienes inmuebles urbanos del 
ejercicio 2022.  
 
6 Párrafo tercero de la Resolución de 10 de noviembre de 2021, de la Dirección General del Catastro, sobre 
elementos precisos para la determinación de los valores de referencia de los bienes inmuebles urbanos del 
ejercicio 2022.  
 
7 Orden HFP/1104/2021, de 7 de octubre, por la que se aprueba el factor de minoración aplicable para la 
determinación de los valores de referencia de los inmuebles.  
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0,9. La aplicación de este coeficiente 0,90 equivale a descontar el 10% a los valores obtenidos 

fruto de los estudios del mercado inmobiliario para obtener el valor de referencia, ello con el 

fin, recordemos, que no superen el valor de mercado. 

Pues bien, haciendo un escueto análisis de la Resolución de 10 de noviembre de 2021, y 

de todos los anexos que se incluyen en ella, se puede llegar a la conclusión de que la 

metodología utilizada para obtener el valor de referencia es exactamente la misma que la 

contemplada en el Real Decreto 1020/938; pero los valores correspondientes a las jerarquías de 

zonas de valor de repercusión (R) y de unitario (U), y los módulos básicos de repercusión del 

suelo (MBR) y construcción (MBC), bastante superiores a los asignados en las Ponencias de 

Valores9 de cada municipio.  

A mayor abundamiento, otra diferencia entre la aplicación de la normativa catastral y la 

normativa para obtener el valor de referencia, es que, para evitar que el valor de referencia 

supere el valor de mercado, se aplica el factor de minoración (FM) 0,9 como ya se ha 

mencionado, en cambio, para evitar que los valores catastrales superen el valor de mercado, se 

aplica el coeficiente de referencia al mercado10 (RM) 0,50 según lo dispuesto en el art. 23.2 del 

Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y la Norma 3 del Real Decreto 1020/93. 

                                                      

 
8 Real Decreto 1020/1993, de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro 
marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de 
naturaleza urbana.  
 
9 Las Ponencias de Valores recogen los criterios, módulos de valoración y demás elementos precisos para llevar 
a cabo la determinación del valor catastral de cada bien inmueble. Son aprobadas por el Director General del 
Catastro, previo informe del Ayuntamiento correspondiente, publicándose el acuerdo de aprobación en la Sede 
Electrónica del Catastro.  
 
10 Regulado en la Orden de 14 de octubre de 1998 sobre aprobación del módulo de valor M y del coeficiente RM 
y sobre modificación de Ponencias de valores.  
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Concretamente, la Resolución de 10 de noviembre de 2021, determina el valor de 

referencia11 de cada inmueble según la Norma 16 del RD 1020/1993, al que añadiendo el factor 

de minoración (FM) 0,9 resulta la fórmula VR = [Vs+Vc] x CG x FM, a saber: 

 

 

 

 

Para una mayor comprensión de la composición de la fórmula para la obtención del valor 

de referencia, incluyendo la remisión a las disposiciones de su resolución, podría efectuarse el 

siguiente esquema: 

                                                      

11 Disposición tercera, determinación del valor de referencia de cada inmueble, de la Resolución de 10 de 
noviembre de 2021, de la Dirección General del Catastro, sobre elementos precisos para la determinación de los 
valores de referencia de los bienes inmuebles urbanos del ejercicio 2022.  
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VR = [Vs+Vc] x GB x FM

Vs = Valor del suelo en euros, según los criterios establecidos en las

disposiciones cuarta, quinta, sexta y novena de la presente resolución.

D 4ª Valores de suelo de la zona

Zonas de valor. Anexo V

Importes valor de suelo. Anexo VI

D 5ª Criterios y reglas de cálculo específicas para la valoración

del suelo.

Zonas tipo R(valor de repercusión) o zonas tipo U (valor unitario).

D 6ª Coeficientes correctores del valor del suelo.

Coeficiente D) Fondo excesivo.

Coeficiente E) Superficie distinta a la mínima.

D 9ª Coeficientes correctores conjuntos del valor del suelo y

de la construcción.

Coeficiente J) Depreciación funcional o inadecuación. (0,80).

Coeficiente K) Viviendas interiores. (0,75).

Coeficiente N) Depreciación económica. (0,70/0,80/0,90).

Vc = Valor de la construcción en euros, según los criterios establecidos en

las disposiciones séptima, octava y novena de la presente resolución.

D 7ª Criterios y reglas de cálculo específicas para la

valoración de las construcciones.

Normas 5 (construcciones) y 11 (valor de las construcciones) del RD 1020/93 Anexo VIII

Norma 20 (Cuadro de coeficientes del valor de las construcciones) del RD 1020/93 Anexo II

D 8ª Coeficientes correctores del valor de la construcción.

Coeficiente H) Antigüedad de la construcción.

Niveles de estado de vida:

Estado original (tabla Norma 13 RD 1020/93).

Estado de vida 1 y 2 para el resto de los casos (ver tabla).

Coeficiente I) Estado de conservación.

Bueno o normal (1,00).

Regular (0,85).

Malo o deficiente (0,50).

Ruinoso (0,00).

D 9ª Coeficientes correctores conjuntos del valor del suelo y

de la construcción.

Coeficiente J) Depreciación funcional o inadecuación. (0,80).

Coeficiente K) Viviendas interiores. (0,75).

Coeficiente N) Depreciación económica. (0,70/0,80/0,90)

GB = La componente de los gastos y beneficios de la promoción inmobiliaria,

según los criterios establecidos en la disposición décima de la presente resolución.
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Para poder hacer una estimación de la diferencia entre los valores catastrales asignados 

por la Dirección General del Catastro y los valores de referencia calculados por el mismo 

organismo, y a modo de ejemplo, he procedido a realizar un breve estudio sobre una vivienda 

escogida al azar, cuyos datos obtenidos se justifican en el Anexo B, y de donde ha resultado el 

siguiente análisis: 

» El valor catastral obtenido para el año 2022 es de 126.798,30 euros. Para el cálculo 

de este valor se han utilizado los valores correspondientes a la Ponencia de Valores del 

municipio de Gijón, año de efectos 2009, (MBC2 = 650 euros/m2, valor de repercusión uso 

residencial 1.130 euros/m2 y G+B = 1,50); aplicando al valor del suelo el coeficiente A = 1,10 

correspondiente a parcela con dos fachadas a vía pública según Norma 10 del RD 1020/93; 

considerando la tipología constructiva “vivienda colectiva de carácter urbano en edificación 

abierta”, categoría 3; aplicando el coeficiente corrector por antigüedad H = 0,59 por tener 

una antigüedad de 36 años en el año 2008 (la antigüedad catastral siempre se corresponde 

con la antigüedad que tiene el inmueble en la última revisión catastral); aplicando el 

coeficiente RM = 0,50 y actualizando el valor catastral obtenido según Ponencia de Valores 

efectos año 2009 al año 2022 según coeficientes de actualización de sucesivas Leyes de 

Presupuestos Generales del Estado12).  

Nótese que los valores asignados en la Ponencia de Valores, año de efectos 2009, son 

MBC2 = 650 euros/m2 y valor de repercusión de suelo de 1.130 euros/m2, de los que 

resultaría, actualizados al año 2022 según los coeficientes de actualización según LPGE, de 

MBC2 = 650 euros/m2 x 1,01 x 0,78 = 512,07 euros/m2 y un valor de repercusión de suelo 

de 1.130 euros/m2 x 1,01 x 0,78 = 890,21 euros/m2. A estos valores habría que aplicar la 

inversa del coeficiente RM = 0,50 por los que se multiplicaron los valores obtenidos de los 

estudios de mercado realizados por la Dirección General del Catastro para así obtener los 

valores reales obtenidos en los estudios de mercado actualizados al año 2022, resultado un 

                                                      

12 Coeficiente 1,01 según Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2010 y coeficiente 0,78 según Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2015.  
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MBC2 = 512,07 euros/m2 / 0,50 = 1.024,14 euros/m2 y un valor de repercusión de suelo de 

890,21 euros/m2 / 0,50 = 1.780,42 euros/m2. 

O lo que es lo mismo, al valor catastral actualizado al año 2022 se aplica la inversa del 

coeficiente RM = 0,50 resultando un valor de 126.798,30 euros / 0,50 = 253.596,60 euros. 

» El valor de referencia del catastro para el mismo inmueble en el año 2022 es de 

257.597,15 euros. Valor obtenido de la sede electrónica de la Dirección General del Catastro 

con fecha de valor 01/01/2022. 

 

» Consultando los valores publicados por el Ministerio de Transportes, Movilidad y 

Agenda Urbana, el valor tasado medio de vivienda libre de municipio mayores de 25.000 

habitantes, y según media obtenida realizada sobre 612 transacciones, resulta una media 

para el municipio de Gijón en el tercer trimestre del año 2021 de 1.470,80 euros/m2, que 

aplicado a la superficie de 126 m2 de la vivienda objeto de estudio, resulta un valor de 

1.470,80 euros/m2 x 126 m2 = 185.320,80 euros.  

Tenemos entonces tres valores que podemos comparar, el valor catastral actualizado 

sin el RM de 253.596,60 euros, el valor obtenido según las estadísticas elaboradas por el 

Ministerio de Fomento de 185.320,80 euros y el valor de referencia de 257.597,15 euros. Bien 

puede observarse que el valor de referencia es el mayor de los tres. 

Un claro ejemplo de la sobrevaloración que existe en los valores de referencia 

determinados por el Catastro, podemos encontrarlo en los documentos incorporados en el 

Anexo C: 

» Vivienda unifamiliar situada en Corvera de Asturias. 

» Valor de tasación a efectos hipotecarios 400.310,01 euros, efectuada el 14/12/2021 

con validez hasta el 14/06/2022. 

» Certificación catastral de valor de referencia 443.454,08 euros, con fecha de valor el 

24/01/2022. 

 

No parece entonces que la Dirección General del Catastro haya determinado de forma 

objetiva, y con el límite del valor de mercado, el valor de referencia. 
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3. Conclusiones 

 

Conclusiones específicas para hechos imponibles devengados hasta la entrada en vigor 

de la Ley 11/2021, de 9 de julio: 

» La base imponible la constituye el término jurídico indeterminado “valor real”, 

equiparado a “valor de mercado” por constante y reiterada jurisprudencia de nuestros 

tribunales, siendo a la Administración a la que le corresponde la carga de la prueba en caso de 

disconformidad con el valor declarado. 

» El obligado tributario autoliquida el impuesto y posteriormente la Administración 

puede iniciar el procedimiento de comprobación del valor declarado. El procedimiento se 

inicia de oficio. 

 

Conclusiones específicas para hechos imponibles devengados hasta a partir de la 

entrada en vigor de la Ley 11/2021, de 9 de julio: 

» La base imponible la constituye el término jurídico indeterminado “valor de mercado”, 

definido como “el precio más probable por el cual podría venderse, entre partes 

independientes, un bien libre de cargas”, siendo la normativa reguladora del catastro 

inmobiliario la que determine el valor de referencia.  

» El obligado tributario autoliquida el impuesto por el valor de referencia, y en caso de 

considerarse perjudicado por dicho valor, solicitar la rectificación mediante su impugnación. 

El procedimiento de se inicia a instancia del interesado. 

» Como era de esperar, el valor de referencia publicado por la DGC, supera con creces 

el valor de mercado, lo que vulnera los principios de justicia tributaria, capacidad económica, 

igualdad y progresividad, consagrados en nuestra CE, al estar imponiendo el tributo que se 

declare una base imponible potencial o ficticia. 

» Las modificaciones efectuadas en la nueva ley de prevención del fraude fiscal, reflejan 

una clara intención de trasladar desde la Administración al contribuyente la carga de la 
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prueba, quedando legalmente dispensada de aportar un dictamen debidamente motivado y 

elaborado, previa visita y análisis del bien, única manera que permite conocer su verdadero 

valor de mercado.  

» Si el obligado tributario liquida por el valor de referencia y posteriormente inicia un 

procedimiento de solicitud de rectificación de autoliquidación, deberá muy probablemente 

tener que incurrir en costes asociados a la contratación de una tasación para desvirtuar dicho 

valor de referencia, enfrentarse a los retrasos característicos de la Administración que 

generará desestimación presunta por silencio administrativo negativo y un resultado final 

totalmente incierto.  

» Para evitar que la carga de la prueba tenga que corresponder al obligado tributario, 

se recomienda liquidar por el valor de compraventa y posteriormente recurrir la 

comprobación de valores que pudiera hacer la Administración. Recordemos que los hechos 

consignados en las autoliquidaciones por los obligados tributarios se presumen ciertos y que, 

en los procedimientos de aplicación de los tributos, quien haga valer su derecho deberá 

probar los hechos constitutivos del mismo.  
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Anexo A. Modificaciones de la Ley 11/2021, de 9 de julio sobre 

la LSD, la LITPyAJD, la LGT, el IP y Ley del Catastro Inmobiliario 
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Uno. Se modifica la letra h) del apartado 2 del artículo 14, que queda redactada de la siguiente forma (fecha efectos desde: 

11/07/2021): 
 

h) Se imputará como rendimiento de capital mobiliario a 
que se refiere el artículo 25.3 de esta Ley, de cada período 
impositivo, la diferencia entre el valor liquidativo de los 
activos afectos a la póliza al final y al comienzo del período 
impositivo en aquellos contratos de seguros de vida en los 
que el tomador asuma el riesgo de la inversión. El importe 
imputado minorará el rendimiento derivado de la 
percepción de cantidades en estos contratos. 

No resultará de aplicación esta regla especial de 
imputación temporal en aquellos contratos en los que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

A) No se otorgue al tomador la facultad de modificar las 
inversiones afectas a la póliza. 

B) Las provisiones matemáticas se encuentren invertidas 
en: 

a) Acciones o participaciones de instituciones de 
inversión colectiva, predeterminadas en los contratos, 
siempre que se trate de instituciones de inversión 
colectiva adaptadas a la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, 
de instituciones de inversión colectiva, o amparadas por la 
Directiva 85/611/CEE del Consejo, de 20 de diciembre de 
1985. 

b) Conjuntos de activos reflejados de forma separada en 
el balance de la entidad aseguradora, siempre que se 
cumplan los siguientes requisitos: 

La determinación de los activos integrantes de cada uno 
de los distintos conjuntos de activos separados deberá 
corresponder, en todo momento, a la entidad 
aseguradora quien, a estos efectos, gozará de plena 
libertad para elegir los activos con sujeción, únicamente, a 
criterios generales predeterminados relativos al perfil de 
riesgo del conjunto de activos o a otras circunstancias 
objetivas. 

La inversión de las provisiones deberá efectuarse en los 
activos aptos para la inversión de las provisiones técnicas, 
recogidos en el artículo 50 del Reglamento de ordenación 
y supervisión de los seguros privados, aprobado por el 
Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, con 

excepción de los bienes inmuebles y derechos reales 
inmobiliarios. 

Las inversiones de cada conjunto de activos deberán 
cumplir los límites de diversificación y dispersión 

h) Se imputará como rendimiento de capital mobiliario a 
que se refiere el artículo 25.3 de esta Ley, de cada período 
impositivo, la diferencia entre el valor liquidativo de los 
activos afectos a la póliza al final y al comienzo del período 
impositivo en aquellos contratos de seguros de vida en los 
que el tomador asuma el riesgo de la inversión. El importe 
imputado minorará el rendimiento derivado de la 
percepción de cantidades en estos contratos. 

No resultará de aplicación esta regla especial de 
imputación temporal en aquellos contratos en los que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

A) No se otorgue al tomador la facultad de modificar las 
inversiones afectas a la póliza. 

B) Las provisiones matemáticas se encuentren invertidas 
en: 

a) Acciones o participaciones de instituciones de 
inversión colectiva, predeterminadas en los contratos, 
siempre que se trate de instituciones de inversión 
colectiva adaptadas a la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, 
de instituciones de inversión colectiva, o amparadas por la 
Directiva 2009/65/CEE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 13 de julio de 2009. 

b) Conjuntos de activos reflejados de forma separada en 
el balance de la entidad aseguradora, siempre que se 
cumplan los siguientes requisitos: 

La determinación de los activos integrantes de cada uno 
de los distintos conjuntos de activos separados deberá 
corresponder, en todo momento, a la entidad 
aseguradora quien, a estos efectos, gozará de plena 
libertad para elegir los activos con sujeción, únicamente, a 
criterios generales predeterminados relativos al perfil de 
riesgo del conjunto de activos o a otras circunstancias 
objetivas. 

La inversión de las provisiones de cada conjunto de 
activos deberá efectuarse en activos que cumplan las 
normas establecidas en el artículo 89 del Real Decreto 
1060/2015, de 20 de noviembre, de ordenación, 
supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras. En ningún caso podrá tratarse de bienes 
inmuebles o derechos reales inmobiliarios. 

No obstante, se entenderá que cumplen tales requisitos 
aquellos conjuntos de activos que traten de desarrollar 

Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición de 

la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra 

las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior, de 

modificación de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego.

 

Artículo tercero. Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 

sobre el Patrimonio. (Última modificación publicada el 29/12/2021). 

 



establecidos, con carácter general, para los contratos de 
seguro por el texto refundido de la Ley de ordenación y 
supervisión de los seguros privados aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 6/2004, de 5 de marzo, su 
Reglamento, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 
20 de noviembre, y demás normas que se dicten en 
desarrollo de aquélla. 

No obstante, se entenderá que cumplen tales requisitos 
aquellos conjuntos de activos que traten de desarrollar 
una política de inversión caracterizada por reproducir un 
determinado índice bursátil o de renta fija representativo 
de algunos de los mercados secundarios oficiales de 
valores de la Unión Europea. 

El tomador únicamente tendrá la facultad de elegir, 
entre los distintos conjuntos separados de activos, en 
cuáles debe invertir la entidad aseguradora la provisión 
matemática del seguro, pero en ningún caso podrá 
intervenir en la determinación de los activos concretos en 
los que, dentro de cada conjunto separado, se invierten 
tales provisiones. 

En estos contratos, el tomador o el asegurado podrán 
elegir, de acuerdo con las especificaciones de la póliza, 
entre las distintas instituciones de inversión colectiva o 
conjuntos separados de activos, expresamente 
designados en los contratos, sin que puedan producirse 
especificaciones singulares para cada tomador o 
asegurado. 

Las condiciones a que se refiere este párrafo h) deberán 
cumplirse durante toda la vigencia del contrato. 

una política de inversión caracterizada por reproducir un 
determinado índice bursátil o de renta fija representativo 
de algunos de los mercados secundarios oficiales de 
valores de la Unión Europea. 

El tomador únicamente tendrá la facultad de elegir, 
entre los distintos conjuntos separados de activos, en 
cuáles debe invertir la entidad aseguradora la provisión 
matemática del seguro, pero en ningún caso podrá 
intervenir en la determinación de los activos concretos en 
los que, dentro de cada conjunto separado, se invierten 
tales provisiones. 

En estos contratos, el tomador o el asegurado podrán 
elegir, de acuerdo con las especificaciones de la póliza, 
entre las distintas instituciones de inversión colectiva o 
conjuntos separados de activos, expresamente 
designados en los contratos, sin que puedan producirse 
especificaciones singulares para cada tomador o 
asegurado. 

Las condiciones a que se refiere esta letra h) deberán 
cumplirse durante toda la vigencia del contrato. 

 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 23, que queda redactada de la siguiente forma (fecha efectos desde: 11/07/2021): 
 

2. En los supuestos de arrendamiento de bienes inmuebles 
destinados a vivienda, el rendimiento neto positivo 
calculado con arreglo a lo dispuesto en el apartado 
anterior, se reducirá en un 60 por ciento. Esta reducción 
sólo resultará aplicable respecto de los rendimientos 
declarados por el contribuyente. 

2. En los supuestos de arrendamiento de bienes inmuebles 
destinados a vivienda, el rendimiento neto positivo 
calculado con arreglo a lo dispuesto en el apartado 
anterior, se reducirá en un 60 por ciento. Esta reducción 
sólo resultará aplicable sobre los rendimientos netos 
positivos que hayan sido calculados por el contribuyente 
en una autoliquidación presentada antes de que se haya 
iniciado un procedimiento de verificación de datos, de 
comprobación limitada o de inspección que incluya en su 
objeto la comprobación de tales rendimientos. 

En ningún caso resultará de aplicación la reducción 
respecto de la parte de los rendimientos netos positivos 
derivada de ingresos no incluidos o de gastos 
indebidamente deducidos en la autoliquidación del 
contribuyente y que se regularicen en alguno de los 
procedimientos citados en el párrafo anterior, incluso 
cuando esas circunstancias hayan sido declaradas o 
aceptadas por el contribuyente durante la tramitación del 
procedimiento. 

 
Tres. Se modifica el artículo 36, que queda redactada de la siguiente forma (fecha efectos desde: 11/07/2021): 
 

Artículo 36. Transmisiones a título lucrativo. 
Cuando la adquisición o la transmisión hubiera sido a 

título lucrativo se aplicarán las reglas del artículo anterior, 
tomando por importe real de los valores respectivos 

Artículo 36. Transmisiones a título lucrativo. 
Cuando la adquisición o la transmisión hubiera sido a 

título lucrativo se aplicarán las reglas del artículo anterior, 
tomando por importe real de los valores respectivos 



aquéllos que resulten de la aplicación de las normas del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, sin que puedan 
exceder del valor de mercado. 

En las adquisiciones lucrativas, a que se refiere el párrafo 
c) del apartado 3 del artículo 33 de esta Ley, el donatario 
se subrogará en la posición del donante respecto de los 
valores y fechas de adquisición de dichos bienes. 

aquéllos que resulten de la aplicación de las normas del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, sin que puedan 
exceder del valor de mercado. 

No obstante, en las adquisiciones lucrativas por causa de 
muerte derivadas de contratos o pactos sucesorios con 
efectos de presente, el beneficiario de los mismos que 
transmitiera, antes del transcurso de cinco años desde la 
celebración del pacto sucesorio o del fallecimiento del 
causante, si fuera anterior, los bienes adquiridos, se 
subrogará en la posición de este, respecto al valor y fecha 
de adquisición de aquellos, cuando este valor fuera 
inferior al previsto en el párrafo anterior. 

En las adquisiciones lucrativas, a que se refiere la letra c) 
del apartado 3 del artículo 33 de esta Ley, el donatario se 
subrogará en la posición del donante respecto de los 
valores y fechas de adquisición de dichos bienes. 

 
Cuatro. Se modifica el artículo 91, que queda redactada de la siguiente forma (fecha efectos desde: 11/07/2021): 
 

Artículo 91. Imputación de rentas en el régimen de 
transparencia fiscal internacional. 

1. Los contribuyentes imputarán las rentas positivas 
obtenidas por una entidad no residente en territorio 
español a que se refieren los apartados 2 o 3 de este 
artículo cuando se cumplan las circunstancias siguientes: 

a) Que por sí solas o conjuntamente con entidades 
vinculadas en el sentido del artículo 18 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades o con otros contribuyentes 
unidos por vínculos de parentesco, incluido el cónyuge, en 
línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad 
hasta el segundo grado inclusive, tengan una participación 
igual o superior al 50 por ciento en el capital, los fondos 
propios, los resultados o los derechos de voto de la 
entidad no residente en territorio español, en la fecha del 
cierre del ejercicio social de esta última. 

El importe de la renta positiva a imputar se determinará 
en proporción a la participación en los resultados y, en su 
defecto, a la participación en el capital, los fondos propios 
o los derechos de voto de la entidad. 

b) Que el importe satisfecho por la entidad no residente 
en territorio español, imputable a alguna de las clases de 
rentas previstas en el apartado 2 o 3 de este artículo, por 
razón de gravamen de naturaleza idéntica o análoga al 
Impuesto sobre Sociedades, sea inferior al 75 por ciento 
del que hubiera correspondido de acuerdo con las normas 
de aquel. 

2. Los contribuyentes imputarán la renta total obtenida 
por la entidad no residente en territorio español cuando 
esta no disponga de la correspondiente organización de 
medios materiales y personales para su realización, 
incluso si las operaciones tienen carácter recurrente. 

No obstante, en el caso de dividendos, participaciones 
en beneficios o rentas derivadas de la transmisión de 
participaciones, se atenderá, en todo caso, a lo dispuesto 
en el apartado 4 de este artículo. 

Se entenderá por renta total el importe de la base 
imponible que resulte de aplicar los criterios y principios 
establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en 

Artículo 91. Imputación de rentas en el régimen de 
transparencia fiscal internacional. 

1. Los contribuyentes imputarán las rentas positivas 
obtenidas por una entidad no residente en territorio 
español a que se refieren los apartados 2 o 3 de este 
artículo cuando se cumplan las circunstancias siguientes: 

a) Que por sí solos o conjuntamente con entidades 
vinculadas en el sentido del artículo 18 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades o con otros contribuyentes 
unidos por vínculos de parentesco, incluido el cónyuge, en 
línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad 
hasta el segundo grado inclusive, tengan una participación 
igual o superior al 50 por ciento en el capital, los fondos 
propios, los resultados o los derechos de voto de la 
entidad no residente en territorio español, en la fecha del 
cierre del ejercicio social de esta última. 

b) Que el importe satisfecho por la entidad no residente 
en territorio español, imputable a alguna de las clases de 
rentas previstas en el apartado 2 o 3 de este artículo por 
razón de gravamen de naturaleza idéntica o análoga al 
Impuesto sobre Sociedades, sea inferior al 75 por ciento 
del que hubiera correspondido de acuerdo con las normas 
de aquel. 

2. Los contribuyentes imputarán la renta total obtenida 
por la entidad no residente en territorio español, cuando 
esta no disponga de la correspondiente organización de 
medios materiales y personales para su obtención, incluso 
si las operaciones tienen carácter recurrente. 

Se entenderá por renta total el importe de la base 
imponible que resulte de aplicar los criterios y principios 
establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en 
las restantes disposiciones relativas al Impuesto sobre 
Sociedades para la determinación de aquella. 

Este apartado no resultará de aplicación cuando el 
contribuyente acredite que las referidas operaciones se 
realizan con los medios materiales y personales existentes 
en una entidad no residente en territorio español 
perteneciente al mismo grupo, en el sentido del artículo 



las restantes disposiciones relativas al Impuesto sobre 
Sociedades para la determinación de aquella. 

Este apartado no resultará de aplicación cuando el 
contribuyente acredite que las referidas operaciones se 
realizan con los medios materiales y personales existentes 
en una entidad no residente en territorio español 
perteneciente al mismo grupo, en el sentido del artículo 
42 del Código de Comercio, con independencia de su 
residencia y de la obligación de formular cuentas anuales 
consolidadas, o bien que su constitución y operativa 
responde a motivos económicos válidos. 

La aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo de este 
apartado prevalecerá sobre lo previsto en el apartado 
siguiente. 

3. En el supuesto de no aplicarse lo establecido en el 
apartado anterior, se imputará únicamente la renta 
positiva que provenga de cada una de las siguientes 
fuentes: 

a) Titularidad de bienes inmuebles rústicos y urbanos o 
de derechos reales que recaigan sobre estos, salvo que 
estén afectos a una actividad económica o cedidos en uso 
a entidades no residentes, pertenecientes al mismo grupo 
de sociedades de la titular, en el sentido del artículo 42 del 
Código de Comercio con independencia de su residencia y 
de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, 
e igualmente estuvieren afectos a una actividad 
económica. 

b) Participación en fondos propios de cualquier tipo de 
entidad y cesión a terceros de capitales propios, en los 
términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 25 
de esta Ley. 

No se entenderá incluida en esta letra la renta positiva 
que proceda de los siguientes activos financieros: 

1.º Los tenidos para dar cumplimiento a obligaciones 
legales y reglamentarias originadas por el ejercicio de 
actividades económicas. 

2.º Los que incorporen derechos de crédito nacidos de 
relaciones contractuales establecidas como consecuencia 
del desarrollo de actividades económicas. 

3.º Los tenidos como consecuencia del ejercicio de 
actividades de intermediación en mercados oficiales de 
valores. 

4.º Los tenidos por entidades de crédito y aseguradoras 
como consecuencia del ejercicio de sus actividades 
empresariales, sin perjuicio de lo establecido en la letra g). 

La renta positiva derivada de la cesión a terceros de 
capitales propios se entenderá que procede de la 
realización de actividades crediticias y financieras a que se 
refiere la letra g), cuando el cedente y el cesionario 
pertenezcan a un grupo de sociedades en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de 
la residencia y de la obligación de formular cuentas 
anuales consolidadas y los ingresos del cesionario 
procedan, al menos en el 85 por ciento, del ejercicio de 
actividades económicas. 

c) Operaciones de capitalización y seguro, que tengan 
como beneficiaria a la propia entidad. 

42 del Código de Comercio, con independencia de su 
residencia y de la obligación de formular cuentas anuales 

consolidadas, o bien que su constitución y operativa 
responde a motivos económicos válidos. 

La aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo de este 
apartado prevalecerá sobre lo previsto en el apartado 
siguiente. 

3. En el supuesto de no aplicarse lo establecido en el 
apartado anterior, se imputará únicamente la renta 
positiva que provenga de cada una de las siguientes 
fuentes: 

a) Titularidad de bienes inmuebles rústicos y urbanos o 
de derechos reales que recaigan sobre estos, salvo que 
estén afectos a una actividad económica, o cedidos en uso 
a entidades no residentes, pertenecientes al mismo grupo 
de sociedades de la titular en el sentido del artículo 42 del 
Código de Comercio, con independencia de su residencia 
y de la obligación de formular cuentas anuales 
consolidadas, e igualmente estuvieren afectos a una 
actividad económica. 

b) Participación en fondos propios de cualquier tipo de 
entidad y cesión a terceros de capitales propios, que 
tengan tal consideración con arreglo a lo dispuesto en los 
apartados 1 y 2 del artículo 25 de esta Ley. 

No se entenderá incluida en esta letra la renta positiva 
que proceda de los siguientes activos financieros: 

1.º Los tenidos para dar cumplimiento a obligaciones 
legales y reglamentarias originadas por el ejercicio de 
actividades económicas. 

2.º Los que incorporen derechos de crédito nacidos de 
relaciones contractuales establecidas como consecuencia 
del desarrollo de actividades económicas. 

3.º Los tenidos como consecuencia del ejercicio de 
actividades de intermediación en mercados oficiales de 
valores. 

4.º Los tenidos por entidades de crédito y aseguradoras 
como consecuencia del ejercicio de sus actividades, sin 
perjuicio de lo establecido en la letra i). 

La renta positiva derivada de la cesión a terceros de 
capitales propios se entenderá que procede de la 
realización de actividades crediticias y financieras a que se 
refiere la letra i) cuando el cedente y el cesionario 
pertenezcan a un grupo de sociedades en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de 
la residencia y de la obligación de formular cuentas 
anuales consolidadas, y los ingresos del cesionario 
procedan, al menos en el 85 por ciento, del ejercicio de 
actividades económicas. 

c) Operaciones de capitalización y seguro, que tengan 
como beneficiaria a la propia entidad. 

d) Propiedad industrial e intelectual, asistencia técnica, 
bienes muebles, derechos de imagen y arrendamiento o 
subarrendamiento de negocios o minas, que tengan tal 
consideración con arreglo a lo dispuesto en el apartado 4 
del artículo 25 de esta Ley. 

No obstante, no será objeto de imputación la renta 
procedente de derechos de imagen que deba imputarse 

conforme a lo dispuesto en el artículo 92 de esta Ley. 



d) Propiedad industrial e intelectual, asistencia técnica, 
bienes muebles, derechos de imagen y arrendamiento o 
subarrendamiento de negocios o minas, en los términos 
establecidos en el apartado 4 del artículo 25 de esta Ley. 

No obstante, no será objeto de imputación la renta 
procedente de derechos de imagen que deba imputarse 
conforme a lo dispuesto en el artículo 92 de esta Ley. 

e) Transmisión de los bienes y derechos referidos en las 
letras a), b), c) y d) anteriores que genere rentas. 

f) Instrumentos financieros derivados, excepto los 
designados para cubrir un riesgo específicamente 
identificado derivado de la realización de actividades 
económicas. 

g) Actividades crediticias, financieras, aseguradoras y de 
prestación de servicios, realizadas, directa o 
indirectamente, con personas o entidades residentes en 
territorio español y vinculadas en el sentido del artículo 18 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en cuanto 
determinen gastos fiscalmente deducibles en dichas 
personas residentes. 

No se incluirá la renta positiva prevista en esta letra g) 
cuando más del 50 por ciento de los ingresos derivados de 
las actividades crediticias, financieras, aseguradoras o de 
prestación de servicios realizadas por la entidad no 
residente procedan de operaciones efectuadas con 
personas o entidades no vinculadas en el sentido del 
artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

4. No se imputarán las rentas previstas en las letras b) y 
e) anteriores, en el supuesto de valores derivados de la 
participación en el capital o en los fondos propios de 
entidades que otorguen, al menos, el 5 por ciento del 
capital de una entidad y se posean durante un plazo 
mínimo de un año, con la finalidad de dirigir y gestionar la 
participación, siempre que disponga de la 
correspondiente organización de medios materiales y 
personales, y la entidad participada no tenga como 
actividad principal la gestión de un patrimonio mobiliario 
o inmobiliario en los términos previstos en el artículo 
4.Ocho.Dos a) de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre el Patrimonio. 

En el supuesto de entidades que formen parte del 
mismo grupo de sociedades según los criterios 

establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, 
con independencia de la residencia y de la obligación de 
formular cuentas anuales consolidadas, los requisitos 
relativos al porcentaje de participación así como la 
existencia de una dirección y gestión de la participación 

se determinarán teniendo en cuenta a todas las que 
formen parte del mismo. 

5. No se imputarán las rentas previstas en el apartado 3 
de este artículo cuando la suma de sus importes sea 
inferior al 15 por ciento de la renta total obtenida por la 
entidad no residente, excepto las rentas a que se refiere la 
letra g) de dicho apartado que se imputarán en su 
totalidad. 

No se imputará en la base imponible del contribuyente 
el impuesto o impuestos de naturaleza idéntica o similar 

e) Transmisión de los bienes y derechos referidos en las 
letras a), b), c) y d) anteriores que genere rentas. 

f) Instrumentos financieros derivados, excepto los 
designados para cubrir un riesgo específicamente 
identificado derivado de la realización de actividades 
económicas. 

g) Actividades de seguros, crediticias, operaciones de 
arrendamiento financiero y otras actividades financieras 
salvo que se trate de rentas obtenidas en el ejercicio de 
actividades económicas, sin perjuicio de lo establecido en 
la letra i). 

h) Operaciones sobre bienes y servicios realizados con 
personas o entidades vinculadas en el sentido del artículo 
18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en las que la 
entidad no residente o establecimiento añade un valor 
económico escaso o nulo. 

i) Actividades crediticias, financieras, aseguradoras y de 
prestación de servicios realizadas, directa o 
indirectamente, con personas o entidades residentes en 
territorio español y vinculadas en el sentido del artículo 18 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en cuanto 
determinen gastos fiscalmente deducibles en dichas 
personas o entidades residentes. 

No se incluirá la renta positiva prevista en esta letra 
cuando al menos dos tercios de los ingresos derivados de 
las actividades crediticias, financieras, aseguradoras o de 
prestación de servicios realizadas por la entidad no 
residente procedan de operaciones efectuadas con 
personas o entidades no vinculadas en el sentido del 
artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

4. No se imputarán las rentas previstas en el apartado 3 
de este artículo cuando la suma de sus importes sea 
inferior al 15 por ciento de la renta total obtenida por la 
entidad no residente. 

No obstante, se imputarán en todo caso las rentas a las 
que se refiere la letra i) del apartado 3 sin perjuicio de que, 
asimismo, sean tomadas en consideración a efectos de 
determinar la suma a la que se refiere el párrafo anterior. 

No se imputará en la base imponible del contribuyente 
el impuesto o impuestos de naturaleza idéntica o similar 
al Impuesto sobre Sociedades efectivamente satisfecho 
por la sociedad no residente por la parte de renta a incluir. 

5. Estarán obligados a la imputación prevista en este 
artículo los contribuyentes comprendidos en la letra a) del 
apartado 1, que participen directamente en la entidad no 
residente o bien indirectamente a través de otra u otras 
entidades no residentes. En este último caso, el importe 
de la renta positiva será el correspondiente a la 
participación indirecta. 

El importe de la renta positiva a imputar se determinará 
en proporción a la participación en los resultados y, en su 
defecto, en proporción a la participación en el capital, los 
fondos propios o los derechos de voto. 

Las rentas positivas a que se refieren los apartados 2 y 3 
se imputarán en la base imponible general, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 45 de esta Ley. 

6. La imputación se realizará en el período impositivo 
que comprenda el día en que la entidad no residente en 



al Impuesto sobre Sociedades efectivamente satisfecho 
por la sociedad no residente por la parte de renta a incluir. 

Las rentas positivas a que se refieren los apartados 2 y 3 
se imputarán en la base imponible general, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 45 de esta Ley. 

6. Estarán obligados a la imputación prevista en este 
artículo los contribuyentes comprendidos en la letra a) del 
apartado 1, que participen directamente en la entidad no 
residente o bien indirectamente a través de otra u otras 
entidades no residentes. En este último caso, el importe 
de la renta positiva será el correspondiente a la 
participación indirecta. 

7. La imputación se realizará en el período impositivo 
que comprenda el día en que la entidad no residente en 
territorio español haya concluido su ejercicio social que, a 
estos efectos, no podrá entenderse de duración superior 
a 12 meses. 

8. El importe de las rentas positivas a imputar se 
calculará de acuerdo con los principios y criterios 
establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades, y en 
las restantes disposiciones relativas al Impuesto sobre 
Sociedades para la determinación de la base imponible. 

A estos efectos, se utilizará el tipo de cambio vigente al 
cierre del ejercicio social de la entidad no residente en 
territorio español. 

En ningún caso se imputará una cantidad superior a la 
renta total de la entidad no residente. 

9. No se integrarán en la base imponible los dividendos 
o participaciones en beneficios en la parte que 
corresponda a la renta positiva que haya sido imputada. El 
mismo tratamiento se aplicará a los dividendos a cuenta. 

En caso de distribución de reservas se atenderá a la 
designación contenida en el acuerdo social, 
entendiéndose aplicadas las últimas cantidades abonadas 
a dichas reservas. 

Una misma renta positiva solamente podrá ser objeto de 
imputación por una sola vez, cualquiera que sea la forma 
y la entidad en que se manifieste. 

10. Será deducible de la cuota líquida el impuesto o 
gravamen efectivamente satisfecho en el extranjero por 
razón de la distribución de los dividendos o participaciones 
en beneficios, sea conforme a un convenio para evitar la 
doble imposición o de acuerdo con la legislación interna 
del país o territorio de que se trate, en la parte que 
corresponda a la renta positiva imputada con anterioridad 
en la base imponible. 

Esta deducción se practicará aun cuando los impuestos 
correspondan a períodos impositivos distintos a aquél en 
el que se realizó la inclusión. 

En ningún caso se deducirán los impuestos satisfechos 
en países o territorios considerados como paraísos 
fiscales. 

Esta deducción no podrá excede de la cuota íntegra que 
en España correspondería pagar por la renta positiva 
imputada en la base imponible. 

11. Para calcular la renta derivada de la transmisión de 
la participación, directa o indirecta, se emplearán las 
reglas contenidas en la letra a) del apartado 2 de la 

territorio español haya concluido su ejercicio social que, a 
estos efectos, no podrá entenderse de duración superior 
a 12 meses. 

7. El importe de las rentas positivas a imputar se 
calculará de acuerdo con los principios y criterios 
establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en 
las restantes disposiciones relativas al Impuesto sobre 
Sociedades para la determinación de la base imponible. 

A estos efectos se utilizará el tipo de cambio vigente al 
cierre del ejercicio social de la entidad no residente en 
territorio español. 

En ningún caso se imputará una cantidad superior a la 
renta total de la entidad no residente. 

8. No se integrarán en la base imponible los dividendos 
o participaciones en beneficios en la parte que 
corresponda a la renta positiva que haya sido imputada. 

El mismo tratamiento se aplicará a los dividendos a 
cuenta. 

En caso de distribución de reservas se atenderá a la 
designación contenida en el acuerdo social, 
entendiéndose aplicadas las últimas cantidades abonadas 
a dichas reservas. 

Una misma renta positiva solamente podrá ser objeto de 
imputación por una sola vez, cualquiera que sea la forma 
y la entidad en que se manifieste. 

9. Será deducible de la cuota líquida el impuesto o 
gravamen efectivamente satisfecho en el extranjero por 
razón de la distribución de los dividendos o participaciones 
en beneficios, sea conforme a un convenio para evitar la 
doble imposición o de acuerdo con la legislación interna 
del país o territorio de que se trate, en la parte que 
corresponda a la renta positiva imputada con anterioridad 
en la base imponible. 

Esta deducción se practicará aun cuando los impuestos 
correspondan a períodos impositivos distintos a aquel en 
el que se realizó la imputación. 

En ningún caso se deducirán los impuestos satisfechos 
en países o territorios calificados como jurisdicciones no 
cooperativas. 

Esta deducción no podrá exceder de la cuota íntegra que 
en España corresponda pagar por la renta positiva incluida 
en la base imponible. 

10. Para calcular la renta derivada de la transmisión de 
la participación, directa o indirecta, se emplearán las 
reglas contenidas en la letra a) del apartado 2 de la 
disposición transitoria décima de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, en relación a la renta positiva imputada 
en la base imponible. Los beneficios sociales a que se 
refiere el citado precepto serán los correspondientes a la 
renta positiva imputada. 

11. Los contribuyentes a quienes sea de aplicación lo 
previsto en el presente artículo deberán presentar 
conjuntamente con la declaración por este Impuesto los 

siguientes datos relativos a la entidad no residente en 
territorio español: 

a) Nombre o razón social y lugar del domicilio social. 
b) Relación de administradores y lugar de su domicilio 

fiscal. 



disposición transitoria décima de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, en relación a la renta positiva imputada 
en la base imponible. Los beneficios sociales a que se 
refiere el citado precepto serán los correspondientes a la 
renta positiva imputada. 

12. Los contribuyentes a quienes sea de aplicación lo 
previsto en este artículo deberán presentar 
conjuntamente con la declaración por el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas los siguientes datos 
relativos a la entidad no residente en territorio español: 

a) Nombre o razón social y lugar del domicilio social. 
b) Relación de administradores y lugar del domicilio 

fiscal. 
c) Balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y la 

memoria. 
d) Importe de la renta positiva que deba ser imputada. 
e) Justificación de los impuestos satisfechos respecto de 

la renta positiva que deba ser imputada. 
13. Cuando la entidad participada sea residente en 

países o territorios considerados como paraísos fiscales o 
en un país o territorio de nula tributación se presumirá 
que: 

a) Se cumple la circunstancia prevista en la letra b) del 
apartado 1. 

b) Las rentas de la entidad participada reúnen las 
características del apartado 3 de este artículo. 

c) La renta obtenida por la entidad participada es el 15 
por ciento del valor de adquisición de la participación. 

Las presunciones contenidas en los párrafos anteriores 
admitirán prueba en contrario. 

14. A los efectos del presente artículo se entenderá que 
el grupo de sociedades a que se refiere el artículo 42 del 
Código de Comercio incluye las entidades multigrupo y 
asociadas en los términos de la legislación mercantil. 

15. Lo previsto en este artículo no será de aplicación 
cuando la entidad no residente en territorio español sea 
residente en otro Estado miembro de la Unión Europea, 
siempre que el contribuyente acredite que su constitución 
y operativa responde a motivos económicos válidos y que 
realiza actividades económicas, o se trate de una 
institución de inversión colectiva, regulada por la Directiva 
2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 
de julio de 2009, por la que se coordinan las disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas sobre 
determinados organismos de inversión colectiva en 
valores mobiliarios, distintas de las previstas en el artículo 
95 de esta Ley, constituida y domiciliada en algún Estado 
miembro de la Unión Europea. 

c) El balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y la 
memoria. 

d) Importe de la renta positiva que deba ser objeto de 
imputación en la base 

imponible. 
e) Justificación de los impuestos satisfechos respecto de 

la renta positiva que deba ser objeto de imputación. 
12. Cuando la entidad participada resida en un país o 

territorio calificado como jurisdicción no cooperativa, se 
presumirá que: 

a) Se cumple la circunstancia prevista en la letra b) del 
apartado 1. 

b) Las rentas de la entidad participada reúnen las 
características del apartado 3 de este artículo. 

c) La renta obtenida por la entidad participada es el 15 
por ciento del valor de adquisición de la participación. 

Las presunciones contenidas en los párrafos anteriores 
admitirán prueba en contrario. 

13. A los efectos del presente artículo se entenderá que 
el grupo de sociedades a que se refiere el artículo 42 del 
Código de Comercio incluye las entidades multigrupo y 
asociadas en los términos de la legislación mercantil. 

14. Lo previsto en este artículo no será de aplicación 
cuando la entidad no residente en territorio español sea 
residente en otro Estado miembro de la Unión Europea o 
que forme parte del Acuerdo del Espacio Económico 
Europeo, siempre institución de inversión colectiva 
regulada en la Directiva 2009/65/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por la que 
se coordinan las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas sobre determinados organismos de 
inversión colectiva en valores mobiliarios, distintas de las 
previstas en el artículo 95 de esta Ley, constituida y 
domiciliada en algún Estado miembro de la Unión 
Europea. 

 
Cinco. Se modifica la letra a) del apartado 1 y la letra a) del apartado 2 del artículo 94, que quedan redactadas, 
respectivamente, de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 01/01/2022):  
 

“a) Las ganancias o pérdidas patrimoniales obtenidas 
como consecuencia de la transmisión de las acciones o 
participaciones o del reembolso de estas últimas. Cuando 
existan valores homogéneos, se considerará que los 
transmitidos o reembolsados por el contribuyente son 
aquellos que adquirió en primer lugar. 

''a) Las ganancias o pérdidas patrimoniales obtenidas 
como consecuencia de la transmisión de las acciones o 
participaciones o del reembolso de estas últimas. Cuando 
existan valores homogéneos, se considerará que los 
transmitidos o reembolsados por el contribuyente son 
aquellos que adquirió en primer lugar. 



Cuando el importe obtenido como consecuencia del 
reembolso o transmisión de participaciones o acciones en 
instituciones de inversión colectiva se destine, de acuerdo 
con el procedimiento que reglamentariamente se 
establezca, a la adquisición o suscripción de otras acciones 
o participaciones en instituciones de inversión colectiva, 
no procederá computar la ganancia o pérdida patrimonial, 
y las nuevas acciones o participaciones suscritas 
conservarán el valor y la fecha de adquisición de las 
acciones o participaciones transmitidas o reembolsadas, 
en los siguientes casos: 

1.º En los reembolsos de participaciones en instituciones 
de inversión colectiva que tengan la consideración de 
fondos de inversión. 

2.º En las transmisiones de acciones de instituciones de 
inversión colectiva con forma societaria, siempre que se 
cumplan las dos condiciones siguientes: 

Que el número de socios de la institución de inversión 
colectiva cuyas acciones se transmitan sea superior a 500. 

Que el contribuyente no haya participado, en algún 
momento dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de 
la transmisión, en más del 5 por ciento del capital de la 
institución de inversión colectiva. 

El régimen de diferimiento previsto en el segundo 
párrafo de este párrafo a) no resultará de aplicación 
cuando, por cualquier medio, se ponga a disposición del 
contribuyente el importe derivado del reembolso o 
transmisión de las acciones o participaciones de 
instituciones de inversión colectiva. Tampoco resultará de 
aplicación el citado régimen de diferimiento cuando la 
transmisión o reembolso o, en su caso, la suscripción o 
adquisición tenga por objeto participaciones 
representativas del patrimonio de instituciones de 
inversión colectiva a que se refiere este artículo que 
tengan la consideración de fondos de inversión cotizados 
o acciones de las sociedades del mismo tipo conforme a lo 
previsto en el artículo 49 del Reglamento de la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión 
colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 
de noviembre.” 

 
“a) El régimen previsto en el apartado 1 de este artículo 

será de aplicación a los socios o partícipes de instituciones 
de inversión colectiva, reguladas por la Directiva 
2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 
de julio de 2009, por la que se coordinan las disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas sobre 
determinados organismos de inversión colectiva en 
valores mobiliarios, distintas de las previstas en el artículo 
95 de esta Ley, constituidas y domiciliadas en algún Estado 
miembro de la Unión Europea e inscritas en el registro 
especial de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
a efectos de su comercialización por entidades residentes 
en España. 

Para la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo 
del apartado 1.a) se exigirán los siguientes requisitos: 

1.º La adquisición, suscripción, transmisión y reembolso 
de acciones y participaciones de instituciones de inversión 

Cuando el importe obtenido como consecuencia del 
reembolso o transmisión 

de participaciones o acciones en instituciones de 
inversión colectiva se destine, de acuerdo con el 
procedimiento que reglamentariamente se establezca, a 
la adquisición o suscripción de otras acciones o 
participaciones en instituciones de inversión colectiva, no 
procederá computar la ganancia o pérdida patrimonial, y 
las nuevas acciones o participaciones suscritas 
conservarán el valor y la fecha de adquisición de las 
acciones o participaciones transmitidas o reembolsadas, 
en los siguientes casos: 

1.º En los reembolsos de participaciones en instituciones 
de inversión colectiva que tengan la consideración de 
fondos de inversión. 

2.º En las transmisiones de acciones de instituciones de 
inversión colectiva con forma societaria, siempre que se 
cumplan las dos condiciones siguientes: 

Que el número de socios de la institución de inversión 
colectiva cuyas acciones se transmitan sea superior a 500. 

Que el contribuyente no haya participado, en algún 
momento dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de 
la transmisión, en más del 5 por ciento del capital de la 
institución de inversión colectiva. 

El régimen de diferimiento previsto en el segundo 
párrafo de esta letra a) no resultará de aplicación cuando, 
por cualquier medio, se ponga a disposición del 
contribuyente el importe derivado del reembolso o 
transmisión de las acciones o participaciones de 
instituciones de inversión colectiva. Tampoco resultará de 
aplicación el citado régimen de diferimiento cuando la 
transmisión o reembolso o, en su caso, la suscripción o 
adquisición tenga por objeto participaciones 
representativas del patrimonio de instituciones de 
inversión colectiva a que se refiere este artículo que 
tengan la consideración de fondos de inversión cotizados 
o acciones de las sociedades del mismo tipo conforme a lo 
previsto en el artículo 79 del Reglamento de desarrollo de 
la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de 
inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 
1082/2012, de 13 de julio.'' 

 
''a) El régimen previsto en el apartado 1 de este artículo 

será de aplicación a los socios o partícipes de instituciones 
de inversión colectiva, reguladas por la Directiva 

2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 
de julio de 2009, por la que se coordinan las disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas sobre 
determinados organismos de inversión colectiva en 
valores mobiliarios, distintas de las previstas en el artículo 
95 de esta Ley, constituidas y domiciliadas en algún Estado 
miembro de la Unión Europea e inscritas en el registro 
especial de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
a efectos de su comercialización por entidades residentes 
en España. 

Para la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo 
del apartado 1.a) se exigirán los siguientes requisitos: 



colectiva se realizará a través de entidades 
comercializadoras inscritas en la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores. 

2.º En el caso de que la institución de inversión colectiva 
se estructure en compartimentos o subfondos, el número 
de socios y el porcentaje máximo de participación 
previstos en el apartado 1.a).2.º anterior se entenderá 
referido a cada compartimento o subfondo 
comercializado.” 

1.º La adquisición, suscripción, transmisión y reembolso 
de acciones y participaciones de instituciones de inversión 
colectiva se realizará a través de entidades 
comercializadoras inscritas en la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores. 

2.º En el caso de que la institución de inversión colectiva 
se estructure en compartimentos o subfondos, el número 
de socios y el porcentaje máximo de participación 
previstos en el apartado 1.a). 2.º anterior se entenderá 
referido a cada compartimento o subfondo 
comercializado. 

3.º Que el reembolso o transmisión o, en su caso, la 
suscripción o adquisición, no tenga por objeto 
participaciones o acciones en instituciones de inversión 
colectiva análogas a los fondos de inversión cotizados o 
sociedades del mismo tipo previstos en el artículo 79 del 
Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, cualquiera 
que sea el mercado regulado o el sistema multilateral de 
negociación en el que coticen y la composición del índice 
que reproduzcan, repliquen o tomen como referencia.'' 

 
Seis. Se añaden los apartados 6 y 7 a la disposición adicional decimotercera, que quedan redactados de la siguiente 
forma (fecha efectos desde: 11/07/2021): 
 

 6. Las personas y entidades residentes en España y los 
establecimientos permanentes en territorio español de 
personas o entidades residentes en el extranjero, que 
proporcionen servicios para salvaguardar claves 
criptográficas privadas en nombre de terceros, para 
mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, ya se 
preste dicho servicio con carácter principal o en conexión 
con otra actividad, vendrán obligadas a suministrar a la 
Administración Tributaria, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, información sobre la 
totalidad de las monedas virtuales que mantengan 
custodiadas. Este suministro comprenderá información 
sobre saldos en cada moneda virtual diferente y, en su 
caso, en dinero de curso legal, así como la identificación 
de los titulares, autorizados o beneficiarios de dichos 
saldos. 

7. Las personas y entidades residentes en España y los 
establecimientos permanentes en territorio español de 
personas o entidades residentes en el extranjero, que 
proporcionen servicios de cambio entre monedas 
virtuales y dinero de curso legal o entre diferentes 
monedas virtuales, o intermedien de cualquier forma en 
la realización de dichas operaciones, o proporcionen 
servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas 
en nombre de terceros, para mantener, almacenar y 
transferir monedas virtuales, vendrán obligados, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan, a 
comunicar a la Administración Tributaria las operaciones 
de adquisición, transmisión, permuta y transferencia, 
relativas a monedas virtuales, así como los cobros y pagos 
realizados en dichas monedas, en las que intervengan o 
medien, presentando relación nominal de sujetos 
intervinientes con indicación de su domicilio y número de 



identificación fiscal, clase y número de monedas virtuales, 
así como precio y fecha de la operación. 

La misma obligación anterior tendrán las personas y 
entidades residentes en España y los establecimientos 
permanentes en territorio español de personas o 
entidades residentes en el extranjero, que realicen ofertas 
iniciales de nuevas monedas virtuales, respecto de las que 
entreguen a cambio de aportación de otras monedas 
virtuales o de dinero de curso legal. 

 
Siete. Se añade una disposición transitoria trigésima sexta, que queda redactada de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 01/01/2022): 
 

 Disposición transitoria trigésima sexta. Aplicación del 
régimen de diferimiento a determinadas participaciones o 
acciones en instituciones de inversión colectiva adquiridas 
con anterioridad a 1 de enero de 2022. 

El requisito establecido en el número 3.º de la letra a) 
del apartado 2 del artículo 94 de esta Ley no será de 
aplicación a las participaciones o acciones en instituciones 
de inversión colectiva a que se refiere dicho número 3.º 
adquiridas por el contribuyente con anterioridad a 1 de 
enero de 2022 y no cotizadas en bolsa de valores española, 
siempre que el importe del reembolso o transmisión no se 
destine a la adquisición de acciones o participaciones de 
instituciones de inversión colectiva previstas en el citado 
número 3.º. 

 

 

 

 
Uno. Se modifica el artículo 9, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 9. Base imponible. 
Constituye la base imponible del Impuesto: 
a) En las transmisiones «mortis causa», el valor neto de 

la adquisición individual de cada causahabiente, 
entendiéndose como tal el valor real de los bienes y 
derechos minorado por las cargas y deudas que fueren 
deducibles. 

b) En las donaciones y demás transmisiones lucrativas 
«inter vivos» equiparables, el valor neto de los bienes y 
derechos adquiridos, entendiéndose como tal el valor real 
de los bienes y derechos minorado por las cargas y deudas 
que fueren deducibles. 

c) En los seguros sobre la vida, las cantidades percibidas 
por el beneficiario. Las cantidades percibidas por razón de 
seguros sobre la vida se liquidarán acumulando su importe 
al del resto de los bienes y derechos que integran la 
porción hereditaria del beneficiario cuando el causante 
sea, a su vez, el contratante del seguro individual o el 
asegurado en el seguro colectivo. 

Artículo 9. Base imponible. 
1. Constituye la base imponible del impuesto: 
a) En las transmisiones «mortis causa», el valor neto de 

la adquisición individual de cada causahabiente, 
entendiéndose como tal el valor de los bienes y derechos 
minorado por las cargas y deudas que fueren deducibles. 

b) En las donaciones y demás transmisiones lucrativas 
''inter vivos'' equiparables, el valor neto de los bienes y 
derechos adquiridos, entendiéndose como tal el valor de 
los bienes y derechos minorado por las cargas y deudas 
que fueren deducibles. 

c) En los seguros sobre la vida, las cantidades percibidas 
por el beneficiario. 
Las cantidades percibidas por razón de seguros sobre la 
vida se liquidarán acumulando su importe al del resto de 
los bienes y derechos que integran la porción hereditaria 
del beneficiario cuando el causante sea, a su vez, el 
contratante del seguro individual o el asegurado en el 
seguro colectivo. 

2. A efectos de este impuesto, salvo que resulte de 
aplicación alguna de las reglas contenidas en los siguientes 
apartados de este artículo o en los artículos siguientes, se 
considerará valor de los bienes y derechos su valor de 

Artículo cuarto. Modificación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

(Anterior modificación publicada el 30/12/2020). 

 



mercado. No obstante, si el valor declarado por los 
interesados es superior al valor de mercado, esa magnitud 
se tomará como base imponible. 
Se entenderá por valor de mercado el precio más 
probable por el cual podría venderse, entre partes 
independientes, un bien libre de cargas. 

3. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el 
valor de referencia previsto en la normativa reguladora 
del catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del 
impuesto. 

No obstante, si el valor del bien inmueble declarado por 
los interesados es superior a su valor de referencia, se 
tomará aquel como base imponible. 

Cuando no exista valor de referencia o este no pueda ser 
certificado por la Dirección General del Catastro, la base 
imponible, sin perjuicio de la comprobación 
administrativa, será la mayor de las siguientes 
magnitudes: el valor declarado por los interesados o el 
valor de mercado. 

4. El valor de referencia solo se podrá impugnar cuando 
se recurra la liquidación que en su caso realice la 
Administración Tributaria o con ocasión de la solicitud de 
rectificación de la autoliquidación, conforme a los 
procedimientos regulados en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 

Cuando los obligados tributarios consideren que la 
determinación del valor de referencia ha perjudicado sus 
intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación de la 
autoliquidación impugnando dicho valor de referencia. 

5. Cuando los obligados tributarios soliciten una 
rectificación de autoliquidación por estimar que la 
determinación del valor de referencia perjudica a sus 
intereses legítimos o cuando interpongan un recurso de 
reposición contra la liquidación que en su caso se le 
practique, impugnando dicho valor de referencia, la 
Administración Tributaria resolverá previo informe 
preceptivo y vinculante de la Dirección General del 
Catastro, que ratifique o corrija el citado valor, a la vista 
de la documentación aportada. 

La Dirección General del Catastro emitirá informe 
vinculante en el que ratifique o corrija el valor de 
referencia cuando lo solicite la Administración Tributaria 
encargada de la aplicación de los tributos como 
consecuencia de las alegaciones y pruebas aportadas por 
los obligados tributarios. 

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o 
ratificando el valor de referencia, cuando lo solicite la 
Administración Tributaria encargada de la aplicación de 
los tributos, como consecuencia de la interposición de 
reclamaciones económico-administrativas. 

En los informes que emita la Dirección General del 
Catastro, el valor de referencia ratificado o corregido será 
motivado mediante la expresión de la resolución de la que 
traiga causa, así como de los módulos de valor medio, 
factores de minoración y demás elementos precisos para 
su determinación aprobados en dicha resolución. 

 
Dos. Se modifica el artículo 12, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 



 

Artículo 12. Cargas deducibles. 
Del valor real de los bienes, únicamente serán 

deducibles las cargas o gravámenes de naturaleza 
perpetua, temporal o redimibles que aparezcan 
directamente establecidos sobre los mismos y disminuyan 
realmente su capital o valor, como los censos y las 
pensiones, sin que merezcan tal consideración las cargas 
que constituyan obligación personal del adquirente ni las 
que, como las hipotecas y las prendas, no suponen 
disminución del valor de lo transmitido, sin perjuicio, en su 
caso, de que las deudas que garanticen puedan ser 
deducidas si concurren los requisitos establecidos en el 
artículo siguiente. 

Artículo 12. Cargas deducibles. 
Del valor de los bienes, únicamente serán deducibles las 

cargas o gravámenes de naturaleza perpetua, temporal o 
redimibles que aparezcan directamente establecidos 
sobre los mismos y disminuyan realmente su capital o 
valor, como los censos y las pensiones, sin que merezcan 
tal consideración las cargas que constituyan obligación 
personal del adquirente ni las que, como las hipotecas y 
las prendas, no suponen disminución del valor de lo 
transmitido, sin perjuicio, en su caso, de que las deudas 
que garanticen puedan ser deducidas si concurren los 
requisitos establecidos en el artículo siguiente. 

 
Tres. Se modifica el artículo 16, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 16. Cargas deducibles. 
En las donaciones y demás transmisiones lucrativas 

«inter vivos» equiparables, del valor real de los bienes y 
derechos adquiridos se deducirán las cargas que reúnan 
los requisitos establecidos en el artículo 12 de esta Ley. 

Artículo 16. Cargas deducibles. 
En las donaciones y demás transmisiones lucrativas 

"inter vivos" equiparables, del valor de los bienes y 
derechos adquiridos se deducirán las cargas que reúnan 
los requisitos establecidos en el artículo 12 de esta Ley. 

 
Cuatro. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 18, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 11/07/2021): 
 

1. La Administración podrá comprobar el valor de los 
bienes y derechos transmitidos por los medios de 
comprobación establecidos en el artículo 52 de la Ley 
General Tributaria. 
2. Los interesados deberán consignar en la declaración 
que están obligados a presentar según el artículo 31 el 
valor real que atribuyen a cada uno de los bienes y 
derechos incluidos en la declaración del impuesto. Este 
valor prevalecerá sobre el comprobado si fuese superior. 

Si el valor al que se refiere el párrafo anterior no hubiera 
sido comunicado, se les concederá un plazo de diez días 
para que subsanen la omisión. 

1. La Administración podrá comprobar el valor de los 
bienes y derechos transmitidos por los medios de 
comprobación establecidos en el artículo 57 de la Ley 
General Tributaria, salvo que, en el caso de inmuebles, la 
base imponible sea su valor de referencia o el valor 
declarado por ser superior, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 9 de esta Ley. 

2. Los interesados deberán consignar en la declaración 
que están obligados a presentar según el artículo 31 el 
valor que atribuyen a cada uno de los bienes y derechos 
incluidos en la declaración del impuesto. Este valor 
prevalecerá sobre el comprobado si fuese superior. 
Si el valor al que se refiere el párrafo anterior no hubiera 
sido comunicado, se les concederá un plazo de diez días 
para que subsanen la omisión. 

 
Cinco. Se modifica el artículo 30, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 30. Acumulación de donaciones. 
1. Las donaciones y demás transmisiones "inter vivos" 

equiparables que se otorguen por un mismo donante a un 
mismo donatario dentro del plazo de tres años, a contar 
desde la fecha de cada una, se considerarán como una sola 
transmisión a los efectos de la liquidación del impuesto. 
Para determinar la cuota tributaria se aplicará a la base 
liquidable de la actual adquisición el tipo medio 
correspondiente a la base liquidable teórica del total de 
las adquisiciones acumuladas. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior, a efectos de la 
determinación de la cuota tributaria, será igualmente 
aplicable a las donaciones y demás transmisiones "inter 
vivos" equiparables acumulables a la sucesión que se 

Artículo 30. Acumulación de donaciones y contratos y 
pactos sucesorios. 

1. Las donaciones y demás transmisiones ''inter vivos'' 
equiparables que se otorguen por un mismo donante a un 
mismo donatario, así como las adquisiciones producidas 
en vida del causante como consecuencia de contratos y 
pactos sucesorios formalizados entre las mismas 
personas, todas ellas dentro del plazo de tres años, a 
contar desde la fecha de cada una, se considerarán como 
una sola transmisión a los efectos de la liquidación del 
impuesto. Para determinar la cuota tributaria se aplicará, 
a la base liquidable de la actual adquisición, el tipo medio 
correspondiente a la base liquidable teórica del total de 
las adquisiciones acumuladas. 



cause por el donante a favor del donatario, siempre que el 
plazo que medie entre ésta y aquéllas no exceda de cuatro 
años. 

3. A estos efectos, se entenderá por base liquidable 
teórica del total de las adquisiciones acumuladas la suma 
de las bases liquidables de las donaciones y demás 
transmisiones "inter vivos" equiparables anteriores y la de 
la adquisición actual. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior, a efectos de la 
determinación de la cuota tributaria, será igualmente 
aplicable a las donaciones y demás transmisiones ''inter 
vivos'' equiparables y a las adquisiciones producidas en 
vida del causante como consecuencia de contratos y 
pactos sucesorios acumulables a la sucesión que se cause 
por el donante o causante a favor del donatario o sucesor 
«mortis causa», siempre que el plazo que medie entre ésta 
y aquéllas no exceda de cuatro años. 

3. A estos efectos se entenderá por base liquidable 
teórica del total de las adquisiciones acumuladas la suma 
de las bases liquidables de las donaciones y demás 
transmisiones ''inter vivos'' equiparables anteriores, de las 
herencias, legados o cualesquier otros títulos sucesorios y 
la de la adquisición actual. 

 
Seis. Se modifica el apartado uno de la disposición adicional segunda, que queda redactado de la siguiente forma (fecha 

entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Uno. Adecuación de la normativa del Impuesto a lo 
dispuesto en la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, de 3 de septiembre de 2014. 

1. La liquidación del impuesto aplicable a la adquisición 
de bienes y derechos por cualquier título lucrativo en los 
supuestos que se indican a continuación se ajustará a las 
siguientes reglas: 

a) En el caso de la adquisición de bienes y derechos por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, si el 
causante hubiera sido residente en un Estado miembro de 
la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, 
distinto de España, los contribuyentes tendrán derecho a 
la aplicación de la normativa propia aprobada por la 
Comunidad Autónoma en donde se encuentre el mayor 
valor de los bienes y derechos del caudal relicto situados 
en España. Si no hubiera ningún bien o derecho situado en 
España, se aplicará a cada sujeto pasivo la normativa de la 
Comunidad Autónoma en que resida. 

b) En el caso de la adquisición de bienes y derechos por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, si el 
causante hubiera sido residente en una Comunidad 
Autónoma, los contribuyentes no residentes, que sean 
residentes en un Estado miembro de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo, tendrán derecho a la 
aplicación de la normativa propia aprobada por dicha 
Comunidad Autónoma. 

c) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 
situados en España por donación o cualquier otro negocio 
jurídico a título gratuito e «intervivos», los contribuyentes 
no residentes, que sean residentes en un Estado miembro 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, 
tendrán derecho a la aplicación de la normativa propia 
aprobada por la Comunidad Autónoma donde radiquen 
los referidos bienes inmuebles. 

d) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 
situados en un Estado miembro de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo, distinto de España, por 
donación o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito 
e «intervivos», los contribuyentes residentes en España 

Uno. Adecuación de la normativa del Impuesto a lo 
dispuesto en la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, de 3 de septiembre de 2014. 

1. La liquidación del impuesto aplicable a la adquisición 
de bienes y derechos por cualquier título lucrativo en los 
supuestos que se indican a continuación se ajustará a las 
siguientes reglas: 

a) En el caso de la adquisición de bienes y derechos por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, si el 
causante hubiera sido no residente en España, los 
contribuyentes tendrán derecho a la aplicación de la 
normativa propia aprobada por la Comunidad Autónoma 
en donde se encuentre el mayor valor de los bienes y 
derechos del caudal relicto situados en España. Si no 
hubiera ningún bien o derecho situado en España, se 
aplicará a cada sujeto pasivo la normativa de la 
Comunidad Autónoma en que resida. 

b) En el caso de la adquisición de bienes y derechos por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, si el 
causante hubiera sido residente en una Comunidad 
Autónoma, los contribuyentes no residentes tendrán 
derecho a la aplicación de la normativa propia aprobada 
por dicha Comunidad Autónoma. 

c) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 
situados en España por donación o cualquier otro negocio 
jurídico a título gratuito e ''inter vivos'' los contribuyentes 
no residentes tendrán derecho a la aplicación de la 
normativa propia aprobada por la Comunidad Autónoma 
donde radiquen los referidos bienes inmuebles. 

d) En el caso de la adquisición de bienes inmuebles 
situados fuera de España por donación o cualquier otro 
negocio jurídico a título gratuito e ''inter vivos'', los 
contribuyentes residentes en España tendrán derecho a la 
aplicación de la normativa propia aprobada por la 
Comunidad Autónoma en la que residan. 

e) En el caso de la adquisición de bienes muebles 
situados en España por donación o cualquier otro negocio 
jurídico a título gratuito e ''inter vivos'', los contribuyentes 
no residentes tendrán derecho a la aplicación de la 



tendrán derecho a la aplicación de la normativa propia 
aprobada por la Comunidad Autónoma en la que residan. 
e) En el caso de la adquisición de bienes muebles situados 
en España por donación o cualquier otro negocio jurídico 
a título gratuito e «intervivos», los contribuyentes no  
residentes, que sean residentes en un Estado miembro de 
la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, 
tendrán derecho a la aplicación de la normativa propia 
aprobada por la Comunidad Autónoma donde hayan 
estado situados los referidos bienes muebles un mayor 
número de días del período de los cinco años inmediatos 
anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día 
anterior al de devengo del impuesto. 

2. A efectos de lo dispuesto en este artículo, se 
considerará que las personas físicas residentes en 
territorio español lo son en el territorio de una Comunidad 
Autónoma cuando permanezcan en su territorio un mayor 
número de días del período de los cinco años inmediatos 
anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día 
anterior al de devengo. 

3. Cuando en un solo documento se donen por un 
mismo donante a favor de un mismo donatario distintos 
bienes o derechos y por aplicación de las reglas expuestas 
en el apartado 1 anterior resulte aplicable la normativa de 
distintas Comunidades Autónomas, la cuota tributaria a 
ingresar se determinará del siguiente modo: 

1.° Se calculará el tipo medio resultante de aplicar al 
valor del conjunto de los bienes y derechos donados la 
normativa del Estado y la de cada una de las Comunidades 
Autónomas en las que radiquen o estén situados parte de 
tales bienes y derechos. 

2.° Se aplicará al valor de los bienes y derechos que 
radiquen o estén situados en cada Comunidad Autónoma 
el tipo medio obtenido por la aplicación de su normativa 
propia, de lo cual se obtendrá una cuota tributaria a 
ingresar, correspondiente a dichos bienes y derechos. 

normativa propia aprobada por la Comunidad Autónoma 
donde hayan estado situados los referidos bienes muebles 
un mayor número de días del período de los cinco años 
inmediatos anteriores, contados de fecha a fecha, que 
finalice el día anterior al de devengo del impuesto. 

2. A efectos de lo dispuesto en este artículo, se 
considerará que las personas físicas residentes en 
territorio español lo son en el territorio de una Comunidad 
Autónoma cuando permanezcan en su territorio un mayor 
número de días del período de los cinco años inmediatos 
anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día 
anterior al de devengo. 

3. Cuando en un solo documento se donen por un 
mismo donante a favor de un mismo donatario distintos 
bienes o derechos y por aplicación de las reglas expuestas 
en el apartado 1 anterior resulte aplicable la normativa de 
distintas Comunidades Autónomas, la cuota tributaria a 
ingresar se determinará del siguiente modo: 

1.° Se calculará el tipo medio resultante de aplicar al 
valor del conjunto de los bienes y derechos donados la 
normativa del Estado y la de cada una de las Comunidades 
Autónomas en las que radiquen o estén situados parte de 
tales bienes y derechos. 

2.° Se aplicará al valor de los bienes y derechos que 
radiquen o estén situados en cada Comunidad Autónoma 
el tipo medio obtenido por la aplicación de su normativa 
propia, de lo cual se obtendrá una cuota tributaria a 
ingresar, correspondiente a dichos bienes y derechos. 

 

 

 

 
Uno. Se modifica el apartado uno del artículo 10, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

Uno. Por el mayor valor de los tres siguientes: El valor 
catastral, el comprobado por la Administración a efectos 
de otros tributos o el precio, contraprestación o valor de 
la adquisición. 

Uno. Por el mayor valor de los tres siguientes: El valor 
catastral, el determinado o comprobado por la 
Administración a efectos de otros tributos o el precio, 
contraprestación o valor de la adquisición. 

 

 

 

 

 
Uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 7, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 

Artículo sexto. Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre. (Última modificación 

publicada el 03/11/2021). 

Artículo quinto. Modificación de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. (Última modificación 

publicada el 10/07/2021, en vigor a partir del 31/12/2020). 

 



5. No estarán sujetas al concepto de «transmisiones 
patrimoniales onerosas», regulado en el presente Título, 
las operaciones enumeradas anteriormente cuando sean 
realizadas por empresarios o profesionales en el ejercicio 
de su actividad empresarial o profesional y, en cualquier 
caso, cuando constituyan entregas de bienes o 
prestaciones de servicios sujetas al Impuesto sobre el 
Valor Añadido. No obstante, quedarán sujetas a dicho 
concepto impositivo las entregas o arrendamientos de 
bienes inmuebles, así como la constitución y transmisión 
de derechos reales de uso y disfrute que recaigan sobre 
los mismos, cuando gocen de exención en el Impuesto 
sobre el Valor Añadido. También quedarán sujetas las 
entregas de aquellos inmuebles que estén incluidos en la 
transmisión de la totalidad de un patrimonio empresarial, 
cuando por las circunstancias concurrentes la transmisión 
de este patrimonio no quede sujeta al Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

5. No estarán sujetas al concepto transmisiones 
patrimoniales onerosas regulado en el presente Título las 
operaciones enumeradas anteriormente cuando, con 
independencia de la condición del adquirente, los 
transmitentes sean empresarios o profesionales en el 
ejercicio de su actividad económica y, en cualquier caso, 
cuando constituyan entregas de bienes o prestaciones de 
servicios sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido. No 
obstante, quedarán sujetos a dicho concepto impositivo 
las entregas o arrendamientos de bienes inmuebles, así 
como la constitución y transmisión de derechos reales de 
uso y disfrute que recaigan sobre los mismos, cuando 
gocen de exención en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
También quedarán sujetas las entregas de aquellos 
inmuebles que estén incluidos en la transmisión de un 
patrimonio empresarial o profesional, cuando por las 
circunstancias concurrentes la transmisión de este 
patrimonio no quede sujeta al Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 

 
Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 10 y se añaden tres nuevos apartados, 2, 3 y 4, que quedan redactados de 
la siguiente forma, pasando el actual apartado 2 a numerarse como 5 (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

1. La base imponible está constituida por el valor real del 
bien transmitido o del derecho que se constituya o ceda. 
Unicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el 
valor real de los bienes, pero no las deudas aunque estén 
garantizadas con prenda o hipoteca. 

1. La base imponible está constituida por el valor del 
bien transmitido o del derecho que se constituya o ceda. 
Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el 
valor de los bienes, pero no las deudas aunque estén 
garantizadas con prenda o hipoteca. 

A efectos de este impuesto, salvo que resulte de 
aplicación alguna de las reglas contenidas en los apartados 
siguientes de este artículo o en los artículos siguientes, se 
considerará valor de los bienes y derechos su valor de 
mercado. No obstante, si el valor declarado por los 
interesados, el precio o contraprestación pactada o ambos 
son superiores al valor de mercado, la mayor de esas 
magnitudes se tomará como base imponible.  

Se entenderá por valor de mercado el precio más 
probable por el cual podría venderse, entre partes 
independientes, un bien libre de cargas.  

2. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el 
valor de referencia previsto en la normativa reguladora del 
catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del impuesto.  

No obstante, si el valor del bien inmueble declarado por 
los interesados, el precio o contraprestación pactada, o 
ambos son superiores a su valor de referencia, se tomará 
como base imponible la mayor de estas magnitudes.  
Cuando no exista valor de referencia o este no pueda ser 
certificado por la Dirección General del Catastro, la base 
imponible, sin perjuicio de la comprobación 
administrativa, será la mayor de las siguientes 
magnitudes: el valor declarado por los interesados, el 
precio o contraprestación pactada o el valor de mercado.  

3. El valor de referencia solo se podrá impugnar cuando 
se recurra la liquidación que en su caso realice la 
Administración Tributaria o con ocasión de la solicitud de 
rectificación de la autoliquidación, conforme a los 
procedimientos regulados en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.  



Cuando los obligados tributarios consideren que la 
determinación del valor de referencia ha perjudicado sus 
intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación de la 
autoliquidación impugnando dicho valor de referencia.  

4. Cuando los obligados tributarios soliciten una 
rectificación de autoliquidación por estimar que la 
determinación del valor de referencia perjudica a sus 
intereses legítimos o cuando interpongan un recurso de 
reposición contra la liquidación que en su caso se le 
practique, impugnando dicho valor de referencia, la 
Administración Tributaria resolverá previo informe 
preceptivo y vinculante de la Dirección General del 
Catastro, que ratifique o corrija el citado valor, a la vista 
de la documentación aportada.  

La Dirección General del Catastro emitirá informe 
vinculante en el que ratifique o corrija el valor de 
referencia cuando lo solicite la Administración Tributaria 
encargada de la aplicación de los tributos como 
consecuencia de las alegaciones y pruebas aportadas por 
los obligados tributarios.  

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o 
ratificando el valor de referencia, cuando lo solicite la 
Administración Tributaria encargada de la aplicación de 
los tributos, como consecuencia de la interposición de 
reclamaciones económico-administrativas.  

En los informes que emita la Dirección General del 
Catastro, el valor de referencia ratificado o corregido será 
motivado mediante la expresión de la resolución de la que 
traiga causa, así como de los módulos de valor medio, 
factores de minoración y demás elementos precisos para 
su determinación aprobados en dicha resolución. 

 
Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 13, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

3. Como norma general, para determinar la base 
imponible, el valor real del derecho originado por la 
concesión se fijará por la aplicación de la regla o reglas 
que, en atención a la naturaleza de las obligaciones 
impuestas al concesionario, resulten aplicables de las que 
se indican a continuación: 

a) Si la Administración señalase una cantidad total en 
concepto de precio o canon que deba satisfacer el 
concesionario, por el importe de la misma. 

b) Si la Administración señalase un canon, precio, 
participación o beneficio mínimo que deba satisfacer el 
concesionario periódicamente y la duración de la 
concesión no fuese superior a un año, por la suma total de 
las prestaciones periódicas. Si la duración de la concesión 
fuese superior al año, capitalizando, según el plazo de la 
concesión, al 10 por 100 la cantidad anual que satisfaga el 
concesionario.  

Cuando para la aplicación de esta regla hubiese que 
capitalizar una cantidad anual que fuese variable como 
consecuencia, exclusivamente, de la aplicación de 
cláusulas de revisión de precios que tomen como 
referencia índices objetivos de su evolución, se 
capitalizará la correspondiente al primer año. Si la 

3. Como norma general, para determinar la base 
imponible, el valor del derecho originado por la concesión 
se fijará por la aplicación de la regla o reglas que, en 
atención a la naturaleza de las obligaciones impuestas al 
concesionario, resulten aplicables de las que se indican a 
continuación:  

a) Si la Administración señalase una cantidad total en 
concepto de precio o canon que deba satisfacer el 
concesionario, por el importe de la misma.  

b) Si la Administración señalase un canon, precio, 
participación o beneficio mínimo que deba satisfacer el 
concesionario periódicamente y la duración de la 
concesión no fuese superior a un año, por la suma total de 
las prestaciones periódicas. Si la duración de la concesión 
fuese superior al año, capitalizando, según el plazo de la 
concesión, al 10 por 100 la cantidad anual que satisfaga el 
concesionario.  

Cuando para la aplicación de esta regla hubiese que 
capitalizar una cantidad anual que fuese variable como 
consecuencia, exclusivamente, de la aplicación de 
cláusulas de revisión de precios que tomen como 
referencia índices objetivos de su evolución, se 
capitalizará la correspondiente al primer año. Si la 



variación dependiese de otras circunstancias, cuya razón 
matemática se conozca en el momento del otorgamiento 
de la concesión, la cantidad a capitalizar será la media 
anual de las que el concesionario deba de satisfacer 
durante la vida de la concesión. 

c) Cuando el concesionario esté obligado a revertir a la 
Administración bienes determinados, se computará el 
valor neto contable estimado de dichos bienes a la fecha 
de reversión, más los gastos previstos para la reversión. 
Para el cálculo del valor neto contable de los bienes se 
aplicarán las tablas de amortización aprobadas a los 
efectos del Impuesto sobre Sociedades en el porcentaje 
medio resultante de las mismas. 

variación dependiese de otras circunstancias, cuya razón 
matemática se conozca en el momento del otorgamiento 
de la concesión, la cantidad a capitalizar será la media 
anual de las que el concesionario deba de satisfacer 
durante la vida de la concesión.  

c) Cuando el concesionario esté obligado a revertir a la 
Administración bienes determinados, se computará el 
valor neto contable estimado de dichos bienes a la fecha 
de reversión, más los gastos previstos para la reversión. 
Para el cálculo del valor neto contable de los bienes se 
aplicarán las tablas de amortización aprobadas a los 
efectos del Impuesto sobre Sociedades en el porcentaje 
medio resultante de las mismas. 

 
Cuarto. Se modifica el apartado 1 del artículo 17, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

1. En la transmisión de créditos o derechos mediante 
cuyo ejercicio hayan de obtenerse bienes determinados y 
de posible estimación se exigirá el impuesto por iguales 
conceptos y tipos que las que se efectúen de los mismos 
bienes y derechos. Sin embargo, en el caso de inmuebles 
en construcción, la base imponible estará constituida por 
el valor real del bien en el momento de la transmisión del 
crédito o derecho, sin que pueda ser inferior al importe de 
la contraprestación satisfecha por la cesión. 

1. En la transmisión de créditos o derechos mediante 
cuyo ejercicio hayan de obtenerse bienes determinados y 
de posible estimación se exigirá el impuesto por iguales 
conceptos y tipos que las que se efectúen de los mismos 
bienes y derechos. Sin embargo, en el caso de inmuebles 
en construcción, la base imponible estará constituida por 
el valor del bien en el momento de la transmisión del 
crédito o derecho, sin que pueda ser inferior al importe de 
la contraprestación satisfecha por la cesión. 

 
Cinco. Se modifican los apartados 2 y 4 del artículo 25, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 11/07/2021): 
 

2. Cuando se trate de operaciones realizadas por 
sociedades distintas de las anteriores y en las aportaciones 
de los socios que no supongan un aumento del capital 
social, la base imponible se fijará en el valor neto de la 
aportación, entendiéndose como tal el valor real de los 
bienes y derechos aportados minorado por las cargas y 
gastos que fueren deducibles y por el valor de las deudas 
que queden a cargo de la sociedad con motivo de la 
aportación. 

4. En la disminución de capital y en la disolución, la base 
imponible coincidirá con el valor real de los bienes y 
derechos entregados a los socios, sin deducción de gastos 
y deudas. 

2. Cuando se trate de operaciones realizadas por 
sociedades distintas de las anteriores y en las aportaciones 
de los socios que no supongan un aumento del capital 
social, la base imponible se fijará en el valor neto de la 
aportación, entendiéndose como tal el valor de los bienes 
y derechos aportados minorado por las cargas y gastos 
que fueren deducibles y por el valor de las deudas que 
queden a cargo de la sociedad con motivo de la 
aportación, determinado de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 10 de este texto refundido.  

4. En la disminución de capital y en la disolución, la base 
imponible coincidirá con el valor de los bienes y derechos 
entregados a los socios, sin deducción de gastos y deudas, 
determinado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 
de este texto refundido. 

 
Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 30, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

1. En las primeras copias de escrituras públicas que 
tengan por objeto directo cantidad o cosa valuable servirá 
de base el valor declarado, sin perjuicio de la 
comprobación administrativa. La base imponible en los 
derechos reales de garantía y en las escrituras que 
documenten préstamos con garantía estará constituida 
por el importe de la obligación o capital garantizado, 
comprendiendo las sumas que se aseguren por intereses, 
indemnizaciones, penas por incumplimiento u otros 

1. En las primeras copias de escrituras públicas que 
tengan por objeto directo cantidad o cosa valuable servirá 
de base el valor declarado, sin perjuicio de la 
comprobación administrativa. La base imponible en los 
derechos reales de garantía y en las escrituras que 
documenten préstamos con garantía estará constituida 
por el importe de la obligación o capital garantizado, 
comprendiendo las sumas que se aseguren por intereses, 
indemnizaciones, penas por incumplimiento u otros 



conceptos análogos. Si no constare expresamente el 
importe de la cantidad garantizada, se tomará como base 
el capital y tres años de intereses. 

En la posposición y mejora de rango de las hipotecas o 
de cualquier otro derecho de garantía, la base imponible 
estará constituida por la total responsabilidad asignada al 
derecho que empeore de rango. En la igualación de rango, 
la base imponible se determinará por el total importe de 
la responsabilidad correspondiente al derecho de garantía 
establecido en primer lugar. 

conceptos análogos. Si no constare expresamente el 
importe de la cantidad garantizada, se tomará como base 
el capital y tres años de intereses.  

En la posposición y mejora de rango de las hipotecas o 
de cualquier otro derecho de garantía, la base imponible 
estará constituida por la total responsabilidad asignada al 
derecho que empeore de rango. En la igualación de rango, 
la base imponible se determinará por el total importe de 
la responsabilidad correspondiente al derecho de garantía 
establecido en primer lugar.  

Cuando la base imponible se determine en función del 
valor de bienes inmuebles, el valor de estos no podrá ser 
inferior al determinado de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 10 de este texto refundido. 

 
Siete. Se modifican los apartados 1, 2 y 5 del artículo 46, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 11/07/2021): 
 

COMPROBACIÓN DE VALORES 
 

1. La Administración podrá, en todo caso, comprobar el 
valor real de los bienes y derechos transmitidos o, en su 
caso, de la operación societaria o del acto jurídico 
documentado. 

2. La comprobación se llevará a cabo por los medios 
establecidos en el artículo 52 de la Ley General Tributaria. 
Si de la comprobación resultasen valores superiores a los 
declarados por los interesados, éstos podrán impugnarlos 
en los plazos de reclamación de las liquidaciones que 
hayan de tener en cuenta los nuevos valores. Cuando los 
nuevos valores puedan tener repercusiones tributarias 
para los transmitentes se notificarán a éstos por separado 
para que puedan proceder a su impugnación en reposición 
o en vía económico-administrativa o solicitar su corrección 
mediante tasación pericial contradictoria y, si la 
reclamación o la corrección fuesen estimadas en todo o en 
parte, la resolución dictada beneficiará también a los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

5. Se considerará que el valor fijado en las resoluciones 
del juez del concurso para los bienes y derechos 
transmitidos corresponde a su valor real, no procediendo 
en consecuencia comprobación de valores, en las 
transmisiones de bienes y derechos que se produzcan en 
un procedimiento concursal, incluyendo las cesiones de 
créditos previstas en el convenio aprobado judicialmente 
y las enajenaciones de activos llevadas a cabo en la fase de 
liquidación. 

COMPROBACIÓN DE VALORES 
 

1. La Administración podrá, comprobar el valor de los 
bienes y derechos transmitidos o, en su caso, de la 
operación societaria o del acto jurídico documentado, 
salvo que, en el caso de inmuebles, la base imponible sea 
su valor de referencia o magnitud superior, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 10 de este texto refundido.  

2. La comprobación se llevará a cabo por los medios 
establecidos en el artículo 57 de la Ley General Tributaria.  
Si de la comprobación resultasen valores superiores a los 
declarados por los interesados, éstos podrán impugnarlos 
en los plazos de reclamación de las liquidaciones que 
hayan de tener en cuenta los nuevos valores. Cuando los 
nuevos valores puedan tener repercusiones tributarias 
para los transmitentes se notificarán a éstos por separado 
para que puedan proceder a su impugnación en 
reposición o en vía económico-administrativa o solicitar 
su corrección mediante tasación pericial contradictoria y, 
si la reclamación o la corrección fuesen estimadas en todo 
o en parte, la resolución dictada beneficiará también a los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.  

5. Se considerará que el valor fijado en las resoluciones 
del juez del concurso para los bienes y derechos 
transmitidos corresponde a su valor, no procediendo en 
consecuencia comprobación de valores, en las 
transmisiones de bienes y derechos que se produzcan en 
un procedimiento concursal, incluyendo las cesiones de 
créditos previstas en el convenio aprobado judicialmente 
y las enajenaciones de activos llevadas a cabo en la fase 
de liquidación. 

 

 

 

 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 3, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo decimotercero. Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. (Anterior modificación 

publicada el 13/04/2021). 



1. La ordenación del sistema tributario se basa en la 
capacidad económica de las personas obligadas a 
satisfacer los tributos y en los principios de justicia, 
generalidad, igualdad, progresividad, equitativa 
distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad. 

1. La ordenación del sistema tributario se basa en la 
capacidad económica de las personas obligadas a 
satisfacer los tributos y en los principios de justicia, 
generalidad, igualdad, progresividad, equitativa 
distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad.  

A estos efectos, se prohíbe el establecimiento de 
cualquier instrumento extraordinario de regularización 
fiscal que pueda suponer una minoración de la deuda 
tributaria devengada de acuerdo con la normativa 
vigente. 

 
Dos. Se modifica la letra f) del apartado 2 del artículo 26, que queda redactada de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 11/07/2021):  
 

f) Cuando el obligado tributario haya obtenido una 

devolución improcedente. 

f) Cuando el obligado tributario haya obtenido una 
devolución improcedente, salvo que voluntariamente 
regularice su situación tributaria sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 27 de esta Ley 
relativo a la presentación de declaraciones 
extemporáneas sin requerimiento previo. 

 
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 27, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021):  
 

2. Si la presentación de la autoliquidación o declaración 
se efectúa dentro de los tres, seis o 12 meses siguientes al 
término del plazo establecido para la presentación e 
ingreso, el recargo será del cinco, 10 ó 15 por ciento, 
respectivamente. Dicho recargo se calculará sobre el 
importe a ingresar resultante de las autoliquidaciones o 
sobre el importe de la liquidación derivado de las 
declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que 
hubieran podido exigirse y los intereses de demora 
devengados hasta la presentación de la autoliquidación o 
declaración. 

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se 
efectúa una vez transcurridos 12 meses desde el término 
del plazo establecido para la presentación, el recargo será 
del 20 por ciento y excluirá las sanciones que hubieran 
podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses de 
demora por el período transcurrido desde el día siguiente 
al término de los 12 meses posteriores a la finalización del 
plazo establecido para la presentación hasta el momento 
en que la autoliquidación o declaración se haya 
presentado. 

En las liquidaciones derivadas de declaraciones 
presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo no se 
exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido 
desde la presentación de la declaración hasta la 
finalización del plazo de pago en período voluntario 
correspondiente a la liquidación que se practique, sin 
perjuicio de los recargos e intereses que corresponda 
exigir por la presentación extemporánea. 

2. El recargo será un porcentaje igual al 1 por ciento más 
otro 1 por ciento adicional por cada mes completo de 
retraso con que se presente la autoliquidación o 
declaración respecto al término del plazo establecido para 
la presentación e ingreso.  

Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar 
resultante de las autoliquidaciones o sobre el importe de 
la liquidación derivado de las declaraciones 
extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran 
podido exigirse y los intereses de demora devengados 
hasta la presentación de la autoliquidación o declaración.  
Si la presentación de la autoliquidación o declaración se 
efectúa una vez transcurridos 12 meses desde el término 
del plazo establecido para la presentación, el recargo será 
del 15 por ciento y excluirá las sanciones que hubieran 
podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses 
de demora por el período transcurrido desde el día 
siguiente al término de los 12 meses posteriores a la 
finalización del plazo establecido para la presentación 
hasta el momento en que la autoliquidación o declaración 
se haya presentado.  

En las liquidaciones derivadas de declaraciones 
presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo no se 
exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido 
desde la presentación de la declaración hasta la 
finalización del plazo de pago en período voluntario 
correspondiente a la liquidación que se practique, sin 
perjuicio de los recargos e intereses que corresponda 
exigir por la presentación extemporánea.  

No obstante lo anterior, no se exigirán los recargos de 
este apartado si el obligado tributario regulariza, 
mediante la presentación de una declaración o 
autoliquidación correspondiente a otros períodos del 
mismo concepto impositivo, unos hechos o circunstancias 



idénticos a los regularizados por la Administración, y 
concurren las siguientes circunstancias:  

a) Que la declaración o autoliquidación se presente en 
el plazo de seis meses a contar desde el día siguiente a 
aquél en que la liquidación se notifique o se entienda 
notificada.  

b) Que se produzca el completo reconocimiento y pago 
de las cantidades resultantes de la declaración o 
autoliquidación en los términos previstos en el apartado 
5 de este artículo.  

c) Que no se presente solicitud de rectificación de la 
declaración o autoliquidación, ni se interponga recurso o 
reclamación contra la liquidación dictada por la 
Administración.  

d) Que de la regularización efectuada por la 
Administración no derive la imposición de una sanción. 

El incumplimiento de cualquiera de estas circunstancias 
determinará la exigencia del recargo correspondiente sin 
más requisito que la notificación al interesado.  

Lo dispuesto en los párrafos anteriores no impedirá el 
inicio de un procedimiento de comprobación o 
investigación en relación con las obligaciones tributarias 
regularizadas mediante las declaraciones o 
autoliquidaciones a que los mismos se refieren. 

 

Cuatro. Se añade una nueva letra j) en el apartado 2 del artículo 29, que queda redactada de la siguiente forma (fecha 

entrada en vigor: 11/10/2021): 
 

 j) La obligación, por parte de los productores, 
comercializadores y usuarios, de que los sistemas y 
programas informáticos o electrónicos que soporten los 
procesos contables, de facturación o de gestión de 
quienes desarrollen actividades económicas garanticen la 
integridad, conservación, accesibilidad, legibilidad, 
trazabilidad e inalterabilidad de los registros, sin 
interpolaciones, omisiones o alteraciones de las que no 
quede la debida anotación en los sistemas mismos. 
Reglamentariamente se podrán establecer 
especificaciones técnicas que deban reunir dichos 
sistemas y programas, así como la obligación de que los 
mismos estén debidamente certificados y utilicen 
formatos estándar para su legibilidad. 

 
Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 31, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. Transcurrido el plazo fijado en las normas reguladoras 
de cada tributo y, en todo caso, el plazo de seis meses, sin 
que se hubiera ordenado el pago de la devolución por 
causa imputable a la Administración tributaria, ésta 
abonará el interés de demora regulado en el artículo 26 de 
esta ley, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A 
estos efectos, el interés de demora se devengará desde la 
finalización de dicho plazo hasta la fecha en que se ordene 
el pago de la devolución. 

2. Transcurrido el plazo fijado en las normas reguladoras 
de cada tributo y, en todo caso, el plazo de seis meses, sin 
que se hubiera ordenado el pago de la devolución por 
causa imputable a la Administración Tributaria, ésta 
abonará el interés de demora regulado en el artículo 26 
de esta Ley, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A 
estos efectos, el interés de demora se devengará desde la 
finalización de dicho plazo hasta la fecha en que se ordene 
el pago de la devolución.  

A efectos del cálculo de los intereses a que se refiere el 
párrafo anterior, no se computarán las dilaciones en el 
procedimiento por causa no imputable a la 



Administración. En el caso en que se acuerde la 
devolución en un procedimiento de inspección, a efectos 
del cálculo de intereses no se computarán los días a los 
que se refiere el apartado 4 del artículo 150 de esta Ley, 
ni los periodos de extensión a los que se refiere el 
apartado 5 de dicho artículo 

 
Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 32, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. Con la devolución de ingresos indebidos la 
Administración tributaria abonará el interés de demora 
regulado en el artículo 26 de esta ley, sin necesidad de que 
el obligado tributario lo solicite. A estos efectos, el interés 
de demora se devengará desde la fecha en que se hubiese 
realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se 
ordene el pago de la devolución. 

Las dilaciones en el procedimiento por causa imputable 
al interesado no se tendrán en cuenta a efectos del 
cómputo del período a que se refiere el párrafo anterior. 

2. Con la devolución de ingresos indebidos la 
Administración Tributaria abonará el interés de demora 
regulado en el artículo 26 de esta Ley, sin necesidad de 
que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos, el 
interés de demora se devengará desde la fecha en que se 
hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en 
que se ordene el pago de la devolución.  

A efectos del cálculo de los intereses a que se refiere el 
párrafo anterior, no se computarán las dilaciones en el 
procedimiento por causa no imputable a la 
Administración. En el caso en que se acuerde la 
devolución en un procedimiento de inspección, a efectos 
del cálculo de los intereses, no se computarán los días a 
los que se refiere el apartado 4 del artículo 150 de esta 
Ley, ni los periodos de extensión a los que se refiere el 
apartado 5 de dicho artículo. 

 

Siete. Se modifica el artículo 47, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 47. Representación de personas o entidades no 
residentes.  

A los efectos de sus relaciones con la Administración 
tributaria, los obligados tributarios que no residan en 
España deberán designar un representante con domicilio 
en territorio español cuando operen en dicho territorio a 
través de un establecimiento permanente, cuando lo 
establezca expresamente la normativa tributaria o 
cuando, por las características de la operación o actividad 
realizada o por la cuantía de la renta obtenida, así lo 
requiera la Administración tributaria. 

Dicha designación deberá comunicarse a la 
Administración tributaria en los términos que la normativa 
del tributo señale. 

Artículo 47. Representación de personas o entidades no 
residentes.  

A los efectos de sus relaciones con la Administración 
Tributaria, los obligados tributarios que no residan en 
España deberán designar un representante cuando lo 
establezca expresamente la normativa tributaria.  

La designación anterior deberá comunicarse a la 
Administración Tributaria en los términos que la 
normativa señale. 

 
Ocho. Se añade un apartado 6 en el artículo 81, numerándose los actuales apartados 6, 7 y 8 como apartados 7, 8 y 9, 
respectivamente, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

 6. Cuando en la tramitación de una solicitud de 
suspensión con otras garantías distintas de las necesarias 
para obtener la suspensión automática, o con dispensa 
total o parcial de garantías, o basada en la existencia de 
error aritmético, material o de hecho, se observe que 
existen indicios racionales de que el cobro de las deudas 
cuya ejecutividad pretende suspenderse pueda verse 
frustrado o gravemente dificultado, se podrán adoptar 
medidas cautelares que aseguren el cobro de las mismas.  

Dichas medidas serán levantadas de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado siguiente, o cuando así lo 



acuerde el órgano competente para la resolución de la 
solicitud de suspensión. 

 
Nueve. Se modifican los apartados 1, 4 y 6 del artículo 95 bis, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha 

entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

1. La Administración Tributaria acordará la publicación 
periódica de listados comprensivos de deudores a la 
Hacienda Pública por deudas o sanciones tributarias 
cuando concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que el importe total de las deudas y sanciones 
tributarias pendientes de ingreso supere el importe de 
1.000.000 de euros. 

b) Que dichas deudas o sanciones tributarias no 
hubiesen sido pagadas transcurrido el plazo de ingreso en 
periodo voluntario. 

A efectos de lo dispuesto en este artículo no se incluirán 
aquellas deudas y sanciones 

tributarias que se encuentren aplazadas o suspendidas. 
4. La determinación de la concurrencia de los requisitos 

exigidos para la inclusión en el listado tomará como fecha 
de referencia el 31 de diciembre del año anterior al del 
acuerdo de publicación, cualquiera que sea la cantidad 
pendiente de ingreso a la fecha de dicho acuerdo. 

La propuesta de inclusión en el listado será comunicada 
al deudor afectado, que podrá formular alegaciones en el 
plazo de 10 días contados a partir del siguiente al de 
recepción de la comunicación. A estos efectos será 
suficiente para entender realizada dicha comunicación la 
acreditación por parte de la Administración Tributaria de 
haber realizado un intento de notificación de la misma que 
contenga el texto íntegro de su contenido en el domicilio 
fiscal del interesado. 

Las alegaciones habrán de referirse exclusivamente a la 
existencia de errores materiales, de hecho o aritméticos 
en relación con los requisitos señalados en el apartado 1. 

Como consecuencia del trámite de alegaciones, la 
Administración podrá acordar la rectificación del listado 
cuando se acredite fehacientemente que no concurren los 
requisitos legales determinados en el apartado 1. 

Dicha rectificación también podrá ser acordada de 
oficio. 

Practicadas las rectificaciones oportunas, se dictará el 
acuerdo de publicación. 

La notificación del acuerdo se entenderá producida con 
su publicación y la del listado. 

Mediante Orden Ministerial se establecerán la fecha de 
publicación, que deberá producirse en todo caso durante 
el primer semestre de cada año, y los correspondientes 
ficheros y registros. 

La publicación se efectuará en todo caso por medios 
electrónicos, debiendo adoptarse las medidas necesarias 
para impedir la indexación de su contenido a través de 
motores de búsqueda en Internet y los listados dejarán de 
ser accesibles una vez transcurridos tres meses desde la 
fecha de publicación. 

El tratamiento de datos necesarios para la publicación se 
sujetará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

1. La Administración Tributaria acordará la publicación 
periódica de listados comprensivos de deudores a la 
Hacienda Pública, incluidos los que tengan la condición de 
deudores al haber sido declarados responsables 
solidarios, por deudas o sanciones tributarias cuando 
concurran las siguientes circunstancias:  

a) Que el importe total de las deudas y sanciones 
tributarias pendientes de ingreso, incluidas en su caso las 
que se hubieran exigido tras la declaración de 
responsabilidad solidaria, supere el importe de 600.000 
euros.  

b) Que dichas deudas o sanciones tributarias no 
hubiesen sido pagadas transcurrido el plazo original de 
ingreso en periodo voluntario.  

En el supuesto de deudas incluidas en acuerdos de 
declaración de responsabilidad será necesario que haya 
transcurrido el plazo de pago del artículo 62.2 de esta Ley 
tras la notificación del acuerdo de declaración de 
responsabilidad y, en su caso, del acuerdo de exigencia de 
pago.  

A efectos de lo dispuesto en este artículo no se incluirán 
aquellas deudas y sanciones tributarias que se encuentren 
aplazadas o suspendidas.  

4. La determinación de la concurrencia de los requisitos 
exigidos para la inclusión en el listado tomará como fecha 
de referencia el 31 de diciembre del año anterior al del 
acuerdo de publicación, cualquiera que sea la cantidad 
pendiente de ingreso a la fecha de dicho acuerdo.  

La propuesta de inclusión en el listado será comunicada 
al deudor afectado, que podrá formular alegaciones en el 
plazo de 10 días contados a partir del siguiente al de 
recepción de la comunicación. A estos efectos será 
suficiente para entender realizada dicha comunicación la 
acreditación por parte de la Administración Tributaria de 
haber realizado un intento de notificación de la misma que 
contenga el texto íntegro de su contenido en el domicilio 
fiscal del interesado.  

En el caso de que los deudores paguen la totalidad de la 
cantidad adeudada a la fecha de referencia antes de la 
finalización del plazo para formular alegaciones, no se 
incluirán en los listados comprensivos de deudores a la 
Hacienda Pública por deudas o sanciones tributarias.  

Las alegaciones habrán de referirse exclusivamente a la 
existencia de errores materiales, de hecho o aritméticos 
en relación con los requisitos señalados en el apartado 1 o 
a los pagos efectuados por el deudor a que se refiere el 
párrafo anterior, debiéndose aportar en este caso 
justificación fehaciente de dichos pagos.  

Como consecuencia del trámite de alegaciones, la 
Administración podrá acordar la rectificación del listado 
cuando se acredite fehacientemente que no concurren los 
requisitos legales determinados en el apartado 1 o cuando 



de diciembre, de protección de datos de carácter general, 
y en su Reglamento aprobado por Real Decreto 
1720/2007, de 21 de diciembre. 

6. En la publicación del listado se especificará que la 
situación en el mismo reflejada es la existente a la fecha 
de referencia señalada en el apartado 4, sin que la 
publicación del listado resulte afectada por las 
actuaciones realizadas por el deudor con posterioridad a 

dicha fecha de referencia, en orden al pago de las 
deudas y sanciones incluidas en el mismo. 

Lo dispuesto en este artículo no afectará en modo 
alguno al régimen de impugnación establecido en esta Ley 
en relación con las actuaciones y procedimientos de los 
que se deriven las deudas y sanciones tributarias ni 
tampoco a las actuaciones y procedimientos de aplicación 
de los tributos iniciados o que se pudieran iniciar con 
posterioridad en relación con las mismas. 

Las actuaciones desarrolladas en el procedimiento 
establecido en este artículo en orden a la publicación de la 
información en el mismo regulada no constituyen causa de 
interrupción a los efectos previstos en el artículo 68 de 
esta Ley. 
 

a la conclusión del plazo para formular alegaciones se 
hubiera satisfecho la totalidad de las deudas o sanciones 
tributarias.  

Dicha rectificación también podrá ser acordada de 
oficio.  

Practicadas las rectificaciones oportunas, se dictará el 
acuerdo de publicación.  

La notificación del acuerdo se entenderá producida con 
su publicación y la del listado.  

Mediante Orden Ministerial se establecerán la fecha de 
publicación, que deberá producirse en todo caso durante 
el primer semestre de cada año, y los correspondientes 
ficheros y registros.  

La publicación se efectuará en todo caso por medios 
electrónicos, debiendo adoptarse las medidas necesarias 
para impedir la indexación de su contenido a través de 
motores de búsqueda en Internet y los listados dejarán de 
ser accesibles una vez transcurridos tres meses desde la 
fecha de publicación.  

El tratamiento de datos necesarios para la publicación 
se sujetará a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 
datos), y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales, así como por su normativa de desarrollo.  

6. En la publicación del listado se especificará que la 
situación en el mismo reflejada es la existente a la fecha 
de referencia señalada en el apartado 4, sin que la 
publicación del listado resulte afectada por las 
actuaciones realizadas por el deudor con posterioridad a 
dicha fecha de referencia, salvo que se verifique el pago 
en los casos y con los requisitos señalados en dicho 
apartado.  

Lo dispuesto en este artículo no afectará en modo 
alguno al régimen de impugnación establecido en esta Ley 
en relación con las actuaciones y procedimientos de los 
que se deriven las deudas y sanciones tributarias ni 
tampoco a las actuaciones y procedimientos de aplicación 
de los tributos iniciados o que se pudieran iniciar con 
posterioridad en relación con las mismas.  

Las actuaciones desarrolladas en el procedimiento 
establecido en este artículo en orden a la publicación de la 
información en el mismo regulada no constituyen causa de 
interrupción a los efectos previstos en el artículo 68 de 
esta Ley. 

 
Diez. Se modifica el artículo 113, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 113. Autorización judicial para la entrada en el 
domicilio de los obligados tributarios. 

Cuando en los procedimientos de aplicación de los 
tributos sea necesario entrar en el domicilio 
constitucionalmente protegido de un obligado tributario o 
efectuar registros en el mismo, la Administración 

Artículo 113. Autorización judicial para la entrada en el 
domicilio de los obligados tributarios.  

Cuando en las actuaciones y en los procedimientos de 
aplicación de los tributos sea necesario entrar en el 
domicilio constitucionalmente protegido de un obligado 
tributario o efectuar registros en el mismo, la 



tributaria deberá obtener el consentimiento de aquél o la 
oportuna autorización judicial. 

Administración Tributaria deberá obtener el 
consentimiento de aquél o la oportuna autorización 
judicial.  

La solicitud de autorización judicial para la ejecución del 
acuerdo de entrada en el mencionado domicilio deberá 
estar debidamente justificada y motivar la finalidad, 
necesidad y proporcionalidad de dicha entrada.  

Tanto la solicitud como la concesión de la autorización 
judicial podrán practicarse, aun con carácter previo al 
inicio formal del correspondiente procedimiento, siempre 
que el acuerdo de entrada contenga la identificación del 
obligado tributario, los conceptos y períodos que van a ser 
objeto de comprobación y se aporten al órgano judicial. 

 

Once. Se introduce una letra c) en el artículo 130, que queda redactada de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

 c) Por el inicio de un procedimiento de comprobación 
limitada o de inspección que incluya el objeto del 
procedimiento iniciado mediante declaración o algún 
elemento de dicho objeto, en los tributos que se liquiden 
por las importaciones de bienes en la forma prevista por 
la legislación aduanera para los derechos de importación. 

 

Doce. Se modifica el apartado 2 del artículo 142, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los 
funcionarios que desarrollen funciones de inspección de 
los tributos podrán entrar, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales 
de negocio y demás establecimientos o lugares en que se 
desarrollen actividades o explotaciones sometidas a 
gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se pro 
duzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las 
obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los 
mismos. 

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los 
lugares mencionados en el párrafo anterior se opusiera a 
la entrada de los funcionarios de la inspección de los 
tributos, se precisará la autorización escrita de la 
autoridad administrativa que reglamentariamente se 
determine. 

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea 
necesario entrar en el domicilio constitucionalmente 
protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto 
en el artículo 113 de esta ley. 

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los 
funcionarios que desarrollen funciones de inspección de 
los tributos podrán entrar, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales 
de negocio y demás establecimientos o lugares en que se 
desarrollen actividades o explotaciones sometidas a 
gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se 
produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las 
obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los 
mismos.  

Para el acceso a los lugares mencionados en el párrafo 
anterior de los funcionarios de la inspección de los 
tributos, se precisará de un acuerdo de entrada de la 
autoridad administrativa que reglamentariamente se 
determine, salvo que el obligado tributario o la persona 
bajo cuya custodia se encontraren otorguen su 
consentimiento para ello.  

Cuando para el ejercicio de las actuaciones inspectoras 
sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente 
protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto 
en el artículo 113 de esta Ley. La solicitud de autorización 
judicial requerirá incorporar el acuerdo de entrada a que 
se refiere el mencionado artículo, suscrito por la 
autoridad administrativa que reglamentariamente se 
determine. 

 

Trece. Se modifica el apartado 3 del artículo 150, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 



3. El cómputo del plazo del procedimiento inspector se 
suspenderá desde el momento en que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias: 

a) La remisión del expediente al Ministerio Fiscal o a la 
jurisdicción competente sin practicar la liquidación de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 251 de esta Ley. 

b) La recepción de una comunicación de un órgano 
jurisdiccional en la que se ordene la suspensión o 
paralización respecto de determinadas obligaciones 
tributarias o elementos de las mismas de un 
procedimiento inspector en curso. 

c) El planteamiento por la Administración Tributaria que 
esté desarrollando el procedimiento de inspección de un 
conflicto ante las Juntas Arbitrales previstas en la 
normativa relativa a las Comunidades Autónomas, en la 
Ley 28/1990, de 26 de diciembre, del Convenio Económico 
entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra y en la 
Ley 12/2002, de 23 de mayo, del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco o la recepción de 
la comunicación del mismo. 

d) La notificación al interesado de la remisión del 
expediente de conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria a la Comisión consultiva. 

e) El intento de notificación al obligado tributario de la 
propuesta de resolución o de liquidación o del acuerdo por 
el que se ordena completar actuaciones a que se refiere el 

artículo 156.3.b) de esta Ley. 
f) La concurrencia de una causa de fuerza mayor que 

obligue a suspender las actuaciones. 
Salvo que concurra la circunstancia prevista en la letra e) 

de este apartado, la inspección no podrá realizar ninguna 
actuación en relación con el procedimiento suspendido 
por las causas anteriores, sin perjuicio de que las 
solicitudes previamente efectuadas al obligado tributario 
o a terceros deban ser contestadas. No obstante, si la 
Administración Tributaria aprecia que algún periodo, 
obligación tributaria o elemento de esta no se encuentran 
afectados por la causas de suspensión, continuará el 
procedimiento inspector respecto de los mismos, 
pudiendo, en su caso, practicarse por ellos la 
correspondiente liquidación. A los solos efectos del 
cómputo del periodo máximo de duración, en estos casos, 
desde el momento en el que concurre la circunstancia de 
la suspensión, se desagregarán los plazos distinguiendo 
entre la parte del procedimiento que continúa y la que 
queda suspendida. A partir de dicha desagregación, cada 
parte del procedimiento se regirá por sus propios motivos 
de suspensión y extensión del plazo. 

La suspensión del cómputo del plazo tendrá efectos 
desde que concurran las circunstancias anteriormente 
señaladas, lo que se comunicará al obligado tributario a 
efectos informativos, salvo que con esta comunicación 
pudiera perjudicarse la realización de investigaciones 
judiciales, circunstancia que deberá quedar 
suficientemente motivada en el expediente. En esta 
comunicación, se detallarán los periodos, obligaciones 
tributarias o elementos de estas que se encuentran 
suspendidos y aquellos otros respecto de los que se 

3. El cómputo del plazo del procedimiento inspector se 
suspenderá desde el momento en que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:  

a) La remisión del expediente al Ministerio Fiscal o a la 
jurisdicción competente sin practicar la liquidación de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 251 de esta Ley.  

b) La recepción de una comunicación de un órgano 
jurisdiccional en la que se ordene la suspensión o 
paralización respecto de determinadas obligaciones 
tributarias o elementos de las mismas de un 
procedimiento inspector en curso.  

c) El planteamiento por la Administración Tributaria que 
esté desarrollando el procedimiento de inspección de un 
conflicto ante las Juntas Arbitrales previstas en la 
normativa relativa a las Comunidades Autónomas, en la 
Ley 28/1990, de 26 de diciembre, del Convenio Económico 
entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, y en la 
Ley 12/2002, de 23 de mayo, del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco, o la recepción de 
la comunicación del mismo.  

d) La notificación al interesado de la remisión del 
expediente de conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria a la Comisión consultiva.  

e) El intento de notificación al obligado tributario de la 
propuesta de resolución o de liquidación o del acuerdo 
por el que se ordena completar actuaciones a que se 
refiere el artículo 156.3.b) de esta Ley.  

f) La comunicación a las Administraciones afectadas de 
los elementos de hecho y los fundamentos de derecho de 
la regularización en los supuestos a los que se refiere el 
artículo 47 ter del Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, 
de 23 de mayo, y aquellos supuestos de carácter análogo 
establecidos en el Convenio Económico entre el Estado y 
la Comunidad Foral de Navarra, aprobado por la Ley 
28/1990, de 26 de diciembre.  

g) La concurrencia de una causa de fuerza mayor que 
obligue a suspender las actuaciones.  

Salvo que concurra la circunstancia prevista en la letra 
e) de este apartado, la inspección no podrá realizar 
ninguna actuación en relación con el procedimiento 
suspendido por las causas anteriores, sin perjuicio de que 
las solicitudes previamente efectuadas al obligado 
tributario o a terceros deban ser contestadas. No 
obstante, si la Administración Tributaria aprecia que algún 
periodo, obligación tributaria o elemento de esta no se 
encuentran afectados por las causas de suspensión, 
continuará el procedimiento inspector respecto de los 
mismos, pudiendo, en su caso, practicarse por ellos la 
correspondiente liquidación. A los solos efectos del 
cómputo del periodo máximo de duración, en estos casos, 
desde el momento en el que concurre la circunstancia de 
la suspensión, se desagregarán los plazos distinguiendo 
entre la parte del procedimiento que continúa y la que 
queda suspendida. A partir de dicha desagregación, cada 
parte del procedimiento se regirá por sus propios motivos 
de suspensión y extensión del plazo.  



continúa el procedimiento por no verse afectados por 
dichas causas de suspensión. 

La suspensión finalizará cuando tenga entrada en el 
registro de la correspondiente Administración Tributaria 
el documento del que se derive que ha cesado la causa de 

suspensión, se consiga efectuar la notificación o se 
constate la desaparición de las circunstancias 
determinantes de la fuerza mayor. No obstante, en el caso 
contemplado en la letra d), el plazo de suspensión no 
podrá exceder del plazo máximo para la emisión del 
informe. 

Una vez finalizada la suspensión, el procedimiento 
continuará por el plazo que reste. 

La suspensión del cómputo del plazo tendrá efectos 
desde que concurran las circunstancias anteriormente 
señaladas, lo que se comunicará al obligado tributario a 
efectos informativos, salvo que con esta comunicación 
pudiera perjudicarse la realización de investigaciones 
judiciales, circunstancia que deberá quedar 
suficientemente motivada en el expediente. En esta 
comunicación, se detallarán los periodos, obligaciones 
tributarias o elementos de estas que se encuentran 
suspendidos y aquellos otros respecto de los que se 
continúa el procedimiento por no verse afectados por 
dichas causas de suspensión.  

La suspensión finalizará cuando tenga entrada en el 
registro de la correspondiente Administración Tributaria 
el documento del que se derive que ha cesado la causa de 
suspensión, se consiga efectuar la notificación, o se 
constate la desaparición de las circunstancias 
determinantes de la fuerza mayor. No obstante, en el caso 
contemplado en la letra d), el plazo de suspensión no 
podrá exceder del plazo máximo para la emisión del 
informe.  

En el caso contemplado en la letra f), la suspensión 
finalizará cuando transcurra el plazo previsto en el párrafo 
segundo del apartado tres del artículo 47 ter del Concierto 
Económico sin que se hubiesen formulado observaciones 
por las Administraciones afectadas, cuando se hubiese 
llegado a un acuerdo sobre las observaciones planteadas 
en el seno de la Comisión de Coordinación y Evaluación 
Normativa o cuando se puedan continuar las actuaciones 
de acuerdo con lo previsto en el apartado cuatro del 
citado artículo. Las referencias al artículo 47 ter del 
Concierto Económico deberán entenderse también 
realizadas al artículo equivalente del Convenio Económico 
entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.  

Una vez finalizada la suspensión, el procedimiento 
continuará por el plazo que reste. 

 

Catorce. Se modifica el apartado 2 del artículo 157, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. Cuando el obligado tributario o su representante no 
suscriba el acta o manifieste su disconformidad con la 
propuesta de regularización que formule la inspección de 
los tributos, se hará constar expresamente esta 
circunstancia en el acta, a la que se acompañará un 
informe del actuario en el que se expongan los 
fundamentos de derecho en que se base la propuesta de 
regularización. 

2. Cuando el obligado tributario o su representante no 
suscriba el acta o manifieste su disconformidad con la 
propuesta de regularización que formule la inspección de 
los tributos, se hará constar expresamente esta 
circunstancia en el acta. Se podrá acompañar un informe 
del actuario cuando sea preciso completar la información 
recogida en el acta. 

 

Quince. Se modifica el apartado 2 del artículo 161, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, 
fraccionamiento o compensación en período voluntario 
impedirá el inicio del período ejecutivo durante la 
tramitación de dichos expedientes. 

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo 
y forma contra una sanción impedirá el inicio del período 

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, 
fraccionamiento o compensación en período voluntario 
impedirá el inicio del período ejecutivo durante la 
tramitación de dichos expedientes. 

No obstante lo anterior, las solicitudes a las que se 
refiere el párrafo anterior así como las solicitudes de 



ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía 
administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso 
voluntario del pago. 

suspensión y pago en especie no impedirán el inicio del 
periodo ejecutivo cuando anteriormente se hubiera 
denegado, respecto de la misma deuda tributaria, otra 
solicitud previa de aplazamiento, fraccionamiento, 
compensación, suspensión o pago en especie en periodo 
voluntario habiéndose abierto otro plazo de ingreso sin 
que se hubiera producido el mismo. 

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo 
y forma contra una sanción impedirá el inicio del período 
ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía 
administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso 
voluntario del pago. 

La declaración de concurso no suspenderá el plazo 
voluntario de pago de las deudas que tengan la calificación 
de concursal de acuerdo con el texto refundido de la Ley 
Concursal aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2020, de 5 de mayo, sin perjuicio de que las actuaciones 
del periodo ejecutivo se rijan por lo dispuesto en dicho 
texto refundido. 

 

Dieciséis. Se modifica el apartado 1 del artículo 175, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

1. El procedimiento para exigir la responsabilidad 
solidaria, según los casos, será el siguiente: 

a) Cuando la responsabilidad haya sido declarada y 
notificada al responsable en cualquier momento anterior 
al vencimiento del período voluntario de pago de la deuda 
que se deriva, bastará con requerirle el pago una vez 
transcurrido dicho período. 

b) En los demás casos, una vez transcurrido el período 
voluntario de pago de la deuda que se deriva, el órgano 
competente dictará acto de declaración de 
responsabilidad que se notificará al responsable. 

1. El procedimiento para exigir la responsabilidad 
solidaria, según los casos, 

será el siguiente: 
a) Cuando la responsabilidad haya sido declarada y 

notificada al responsable en cualquier momento anterior 
al vencimiento del período voluntario de pago original de 
la deuda que se deriva, bastará con requerirle el pago una 
vez transcurrido dicho período. 

b) En los demás casos, una vez transcurrido el período 
voluntario de pago original de la deuda que se deriva, el 
órgano competente dictará acto de declaración de 
responsabilidad que se notificará al responsable. 

 

Diecisiete. Se añade una letra h) en el apartado 1 del artículo 181, con la siguiente redacción (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

 h) La entidad dominante en el régimen especial del 
grupo de entidades del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 
Dieciocho. Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 188, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada 

en vigor: 11/07/2021): 
 

1. La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestas 
según los artículos 191 a 197 de esta ley se reducirá en los 
siguientes porcentajes: 

a) Un 50 por ciento en los supuestos de actas con 
acuerdo previstos en el artículo 155 de esta ley. 

b) Un 30 por ciento en los supuestos de conformidad. 
 
3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la 

comisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en su 
caso, la reducción por conformidad a la que se refiere el 
párrafo b) del apartado 1 de este artículo, se reducirá en 
el 25 por ciento si concurren las siguientes circunstancias: 

1. La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestas 
según los artículos 191 a 197 de esta Ley se reducirá en los 
siguientes porcentajes: 

a) Un 65 por ciento en los supuestos de actas con 
acuerdo previstos en el artículo 155 de esta Ley. 

b) Un 30 por ciento en los supuestos de conformidad. 
 
3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la 

comisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en su 
caso, la reducción por conformidad a la que se refiere la 
letra b) del apartado 1 de este artículo, se reducirá en el 
40 por ciento si concurren las siguientes circunstancias: 



a) Que se realice el ingreso total del importe restante de 
dicha sanción en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de 
esta Ley o en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de 
aplazamiento o fraccionamiento que la Administración 
tributaria hubiera concedido con garantía de aval o 
certificado de seguro de caución y que el obligado al pago 
hubiera solicitado con anterioridad a la finalización del 
plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley. 

b) Que no se interponga recurso o reclamación contra la 
liquidación o la sanción. 

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo 
dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que 
la notificación al interesado, cuando se haya interpuesto 
recurso o reclamación en plazo contra la liquidación o la 
sanción. 

La reducción prevista en este apartado no será aplicable 
a las sanciones que procedan en los supuestos de actas 
con acuerdo. 

a) Que se realice el ingreso total del importe restante de 
dicha sanción en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de 
esta Ley o en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de 
aplazamiento o fraccionamiento que la Administración 
Tributaria hubiera concedido con garantía de aval o 
certificado de seguro de caución y que el obligado al pago 
hubiera solicitado con anterioridad a la finalización del 
plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley. 

b) Que no se interponga recurso o reclamación contra la 
liquidación o sanción. 

El importe de la reducción practicada conforme a lo 
dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que 
la notificación al interesado, cuando se haya interpuesto 
recurso o reclamación en plazo contra la liquidación o la 
sanción. 

La reducción prevista en este apartado no será aplicable 
a las sanciones que procedan en los supuestos de actas 
con acuerdo. 

 

Diecinueve. Se modifica el apartado 4 del artículo 198, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

4. La sanción por no presentar en plazo declaraciones y 

documentos relacionados con las formalidades 
aduaneras, cuando no determinen el nacimiento de una 
deuda aduanera, consistirá en multa pecuniaria 
proporcional del uno por 1.000 del valor de las mercancías 
a las que las declaraciones y documentos se refieran, con 
un mínimo de 100 euros y un máximo de 6.000 euros. 

4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de 
este artículo, la sanción por no presentar en plazo 
declaraciones y documentos relacionados con las 
formalidades aduaneras, cuando no determinen el 
nacimiento de una deuda aduanera, consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del uno por 1.000 del valor de las 
mercancías a las que las declaraciones y documentos se 
refieran, con un mínimo de 100 euros y un máximo de 
6.000 euros. 

El importe mínimo de la sanción que se menciona en el 
párrafo anterior se elevará a 600 euros cuando la falta de 
presentación en plazo se refiera a la declaración sumaria 
de entrada a la que alude el artículo 127 del Reglamento 
(UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 9 de octubre de 2013, por el que se establece el código 
aduanero de la Unión. 

 

Veinte. Se modifica el apartado 7 del artículo 199, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

7. Tratándose de declaraciones y documentos 
relacionados con las formalidades aduaneras presentados 
de forma incompleta, inexacta o con datos falsos, cuando 
no determinen el nacimiento de una deuda aduanera, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 
uno por 1.000 del valor de las mercancías a las que las 
declaraciones y documentos se refieran, con un mínimo 
de 100 euros y un máximo de 6.000 euros. Si se presentan 
por medios distintos a los electrónicos, informáticos y 
telemáticos cuando exista obligación de hacerlo por 
dichos medios, la sanción consistirá en multa pecuniaria 
fija de 250 euros. 

7. Tratándose de declaraciones y documentos 
relacionados con las formalidades aduaneras presentados 
de forma incompleta, inexacta o con datos falsos, cuando 
no determinen el nacimiento de una deuda aduanera, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 
uno por 1.000 del valor de las mercancías a las que las 
declaraciones y documentos se refieran, con un mínimo 
de 100 euros y un máximo de 6.000 euros. 

No obstante, el importe mínimo de la sanción que se 
menciona en el párrafo anterior se elevará a 600 euros 
cuando la presentación incompleta, inexacta o con datos 
falsos se refiera a la declaración sumaria de entrada a la 
que alude el artículo 127 del Reglamento (UE) n.º 
952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de 
octubre de 2013, por el que se establece el código 
aduanero de la Unión. 



Si las declaraciones y documentos relacionados con las 
formalidades aduaneras se presentan por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos 
cuando exista obligación de hacerlo por dichos medios, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 250 euros. 

 

Veintiuno. Se añade un nuevo artículo 201 bis, con la siguiente redacción (fecha entrada en vigor: 11/10/2021): 
 

 Artículo 201 bis. Infracción tributaria por fabricación, 
producción, comercialización y tenencia de sistemas 
informáticos que no cumplan las especificaciones exigidas 
por la normativa aplicable. 

1. Constituye infracción tributaria la fabricación, 
producción y comercialización de sistemas y programas 
informáticos o electrónicos que soporten los procesos 
contables, de facturación o de gestión por parte de las 
personas o entidades que desarrollen actividades 
económicas, cuando concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 

a) permitan llevar contabilidades distintas en los 
términos del artículo 200.1.d) de esta Ley; 

b) permitan no reflejar, total o parcialmente, la 
anotación de transacciones realizadas; 

c) permitan registrar transacciones distintas a las 
anotaciones realizadas; 

d) permitan alterar transacciones ya registradas 
incumpliendo la normativa 

aplicable; 
e) no cumplan con las especificaciones técnicas que 

garanticen la integridad, conservación, accesibilidad, 
legibilidad, trazabilidad e inalterabilidad de los registros, 
así como su legibilidad por parte de los órganos 
competentes de la Administración Tributaria, en los 
términos del artículo 29.2.j) de esta Ley; 

f) no se certifiquen, estando obligado a ello por 
disposición reglamentaria, los sistemas fabricados, 
producidos o comercializados. 

2. Constituye infracción tributaria la tenencia de los 
sistemas o programas informáticos o electrónicos que no 
se ajusten a lo establecido en el artículo 29.2.j) de esta Ley, 
cuando los mismos no estén debidamente certificados 
teniendo que estarlo por disposición reglamentaria o 
cuando se hayan alterado o modificado los dispositivos 
certificados. 

La misma persona o entidad que haya sido sancionada 
conforme al apartado anterior no podrá ser sancionada 
por lo dispuesto en este apartado. 

3. Las infracciones previstas en este artículo serán 
graves. 

4. La infracción señalada en el apartado 1 anterior se 
sancionará con multa pecuniaria fija de 150.000 euros, por 
cada ejercicio económico en el que se hayan producido 
ventas y por cada tipo distinto de sistema o programa 
informático o electrónico que sea objeto de la infracción. 
No obstante, las infracciones de la letra f) del apartado 1 
de este artículo se sancionarán con multa pecuniaria fija 
de 1.000 euros por cada sistema o programa 



comercializado en el que se produzca la falta del 
certificado. 

La infracción señalada en el apartado 2 anterior, se 
sancionará con multa pecuniaria fija de 50.000 euros por 
cada ejercicio, cuando se trate de la infracción por la 
tenencia de sistemas o programas informáticos o 
electrónicos que no estén debidamente certificados, 
teniendo que estarlo por disposición reglamentaria, o se 
hayan alterado o modificado los dispositivos certificados. 

 

Veintidós. Se modifica el apartado 2 del artículo 209, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. Los procedimientos sancionadores que se incoen 
como consecuencia de un procedimiento iniciado 
mediante declaración o de un procedimiento de 
verificación de datos, comprobación o inspección no 
podrán iniciarse respecto a la persona o entidad que 
hubiera sido objeto del procedimiento una vez 
transcurrido el plazo de tres meses desde que se hubiese 
notificado o se entendiese notificada la correspondiente 
liquidación o resolución. 

Los procedimientos sancionadores que se incoen para la 
imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 186 
de esta Ley deberán iniciarse en el plazo de tres meses 
desde que se hubiese notificado o se entendiese 
notificada la sanción pecuniaria a que se refiere dicho 
precepto. 

2. Los procedimientos sancionadores que se incoen 
como consecuencia de un procedimiento iniciado 
mediante declaración o de un procedimiento de 
verificación de datos, comprobación o inspección no 
podrán iniciarse respecto a la persona o entidad que 
hubiera sido objeto del procedimiento una vez 
transcurrido el plazo de seis meses desde que se hubiese 
notificado o se entendiese notificada la correspondiente 
liquidación o resolución. 

Los procedimientos sancionadores que se incoen para la 
imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 186 
de esta Ley deberán iniciarse en el plazo de seis meses 
desde que se hubiese notificado o se entendiese 
notificada la sanción pecuniaria a que se refiere dicho 
precepto. 

 

Veintitrés. Se añaden dos apartados, 6 y 9, en el artículo 233, numerándose los actuales apartados 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 
y 13 como 7, 8, 10, 11, 12, 13, 14 y 15, respectivamente, que quedan redactados de la siguiente forma (fecha entrada en 

vigor: 11/07/2021): 
 

 6. El tribunal económico-administrativo decidirá sobre la 
admisión a trámite de la solicitud de suspensión en los 
supuestos a los que se refieren los apartados 4 y 5 de este 
artículo, y la inadmitirá cuando no pueda deducirse de la 
documentación aportada en la solicitud de suspensión o 
existente en el expediente administrativo, la existencia de 
indicios de los perjuicios de difícil o imposible reparación 
o la existencia de error aritmético, material o de hecho. 

 
9. Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la 

presentación de la solicitud de suspensión con otras 
garantías distintas de las necesarias para obtener la 
suspensión automática, o con dispensa total o parcial de 
garantías, o basada en la existencia de error aritmético, 
material o de hecho, no impedirá la continuación de las 
actuaciones de la Administración, sin perjuicio de que 
proceda la anulación de las efectuadas con posterioridad 
a la fecha de la solicitud si la suspensión fuese concedida 
finalmente. 

 

Veinticuatro. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 260, con la siguiente redacción (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

 4. No podrán disfrutar de beneficios fiscales que 
constituyan ayudas estatales según el ordenamiento 



comunitario quienes hubieran percibido ayudas de Estado 
declaradas ilegales e incompatibles con el mercado 
interior, con una orden de recuperación pendiente tras 
una decisión previa de la Comisión, hasta que tales ayudas 
no se hayan reembolsado. 

 

Veinticinco. Se modifica el apartado 4 de la disposición adicional sexta, que queda redactado de la siguiente forma 
(fecha entrada en vigor: 11/07/2021):  
 

4. La publicación de la revocación del número de 

identificación fiscal asignado en el “Boletín Oficial del 

Estado”, determinará la pérdida de validez a efectos 

identificativos de dicho número en el ámbito fiscal. 
Asimismo, la publicación anterior determinará que las 

entidades de crédito no realicen cargos o abonos en las 
cuentas o depósitos bancarios en que consten como 
titulares o autorizados los titulares de dichos números 
revocados, salvo que se rehabilite dicho número o se 
asigne un nuevo número de identificación fiscal. 

Cuando la revocación se refiera a una entidad, la 
publicación anterior también determinará que el registro 
público en que esté inscrita, en función del tipo de entidad 
de que se trate, proceda a extender en la hoja abierta a la 
entidad a la que afecte la revocación una nota marginal en 
la que se hará constar que, en lo sucesivo, no podrá 
realizarse inscripción alguna que afecte a esta, salvo que 
se rehabilite dicho número o se asigne un nuevo número 
de identificación fiscal. 

Lo dispuesto en este apartado no impedirá a la 
Administración Tributaria exigir el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias pendientes. No obstante, la 
admisión de las autoliquidaciones, declaraciones, 
comunicaciones o escritos en los que conste un número 
de identificación fiscal revocado quedará condicionada, en 
los términos reglamentariamente establecidos, a la 
rehabilitación del citado número de identificación fiscal o, 
en su caso, a la obtención de un nuevo número. 

4. La publicación de la revocación del número de 
identificación fiscal asignado en el "Boletín Oficial del 
Estado", determinará la pérdida de validez a efectos 
identificativos de dicho número en el ámbito fiscal. 

Asimismo, la publicación anterior determinará que las 
entidades de crédito no realicen cargos o abonos en las 
cuentas o depósitos bancarios en que consten como 
titulares o autorizados los titulares de dichos números 
revocados, salvo que se rehabilite el número de 
identificación fiscal, 

Cuando la revocación se refiera al número de 
identificación fiscal de una entidad, su publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado" implicará la abstención del 
notario para autorizar cualquier instrumento público 
relativo a declaraciones de voluntad, actos jurídicos que 
impliquen prestación de consentimiento, contratos y 
negocios jurídicos de cualquier clase, así como la 
prohibición de acceso a cualquier registro público, 
incluidos los de carácter administrativo, salvo que se 
rehabilite el número de identificación fiscal. El registro 
público en el que esté inscrita la entidad a la que afecte la 
revocación, en función del tipo de entidad de que se trate, 
procederá a extender en la hoja abierta a dicha entidad 
una nota marginal en la que se hará constar que, en lo 
sucesivo, no podrá realizarse inscripción alguna que afecte 
a aquella, salvo que se rehabilite el número de 
identificación fiscal. 

Excepcionalmente, se admitirá la realización de los 
trámites imprescindibles para la cancelación de la nota 
marginal a la que se refiere el párrafo anterior. 

De igual modo, en todas las certificaciones registrales de 
la entidad titular del número revocado debe constar que 
el mismo está revocado. 

Lo dispuesto en este apartado no impedirá a la 
Administración Tributaria exigir el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias pendientes. No obstante, la 
admisión de las autoliquidaciones, declaraciones, 
comunicaciones o escritos en los que conste un número 
de identificación fiscal revocado quedará condicionada, en 
los términos reglamentariamente establecidos, a la 
rehabilitación del citado número de identificación fiscal. 

 

Veintiséis. Se modifican los apartados 1 y 2 de la disposición adicional decimoctava, que quedan redactados de la 
siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

1. Los obligados tributarios deberán suministrar a la 
Administración tributaria, conforme a lo dispuesto en los 
artículos 29 y 93 de esta Ley y en los términos que 

1. Los obligados tributarios deberán suministrar a la 
Administración Tributaria, conforme a lo dispuesto en los 
artículos 29 y 93 de esta Ley y en los términos que 



reglamentariamente se establezcan, la siguiente 
información: 

a) Información sobre las cuentas situadas en el 
extranjero abiertas en entidades que se dediquen al 
tráfico bancario o crediticio de las que sean titulares o 
beneficiarios o en las que figuren como autorizados o de 
alguna otra forma ostenten poder de disposición. 

b) Información de cualesquiera títulos, activos, valores o 
derechos representativos del capital social, fondos 
propios o patrimonio de todo tipo de entidades, o de la 
cesión a terceros de capitales propios, de los que sean 
titulares y que se encuentren depositados o situados en el 
extranjero, así como de los seguros de vida o invalidez de 
los que sean tomadores y de las rentas vitalicias o 
temporales de las que sean beneficiarios como 
consecuencia de la entrega de un capital en dinero, bienes 
muebles o inmuebles, contratados con entidades 
establecidas en el extranjero. 

c) Información sobre los bienes inmuebles y derechos 
sobre bienes inmuebles de su titularidad situados en el 
extranjero. 

Las obligaciones previstas en los tres párrafos anteriores 
se extenderán a quienes tengan la consideración de 
titulares reales de acuerdo con lo previsto en el apartado 
2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo. 

 
2. Régimen de infracciones y sanciones. 
Constituyen infracciones tributarias no presentar en 

plazo y presentar de forma incompleta, inexacta o con 
datos falsos las declaraciones informativas a que se refiere 
esta disposición adicional. 

También constituirá infracción tributaria la presentación 
de las mismas por medios distintos a los electrónicos, 
informáticos y telemáticos en aquellos supuestos en que 
hubiera obligación de hacerlo por dichos medios. 

Las anteriores infracciones serán muy graves y se 
sancionarán conforme a las siguientes reglas: 

a) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre cuentas en entidades de crédito situadas 
en el extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria 
fija de 5.000 euros por cada dato o conjunto de datos 
referidos a una misma cuenta que hubiera debido incluirse 
en la declaración o hubieran sido aportados de forma 
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 
euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a una misma cuenta, con un mínimo de 
1.500 euros, cuando la declaración haya sido presentada 
fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

b) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre títulos, activos, valores, derechos, seguros 
y rentas depositados, gestionados u obtenidas en el 

reglamentariamente se establezcan, la siguiente 
información: 

a) Información sobre las cuentas situadas en el 
extranjero abiertas en entidades que se dediquen al 
tráfico bancario o crediticio de las que sean titulares o 
beneficiarios o en las que figuren como autorizados o de 
alguna otra forma ostenten poder de disposición. 

b) Información de cualesquiera títulos, activos, valores o 
derechos representativos del capital social, fondos 
propios o patrimonio de todo tipo de entidades, o de la 
cesión a terceros de capitales propios, de los que sean 
titulares y que se encuentren depositados o situados en el 
extranjero, así como de los seguros de vida o invalidez de 
los que sean tomadores y de las rentas vitalicias o 
temporales de las que sean beneficiarios como 
consecuencia de la entrega de un capital en dinero, bienes 
muebles o inmuebles, contratados con entidades 
establecidas en el extranjero. 

c) Información sobre los bienes inmuebles y derechos 
sobre bienes inmuebles de su titularidad situados en el 
extranjero. 

d) Información sobre las monedas virtuales situadas en 
el extranjero de las que se sea titular, o respecto de las 
cuales se tenga la condición de beneficiario o autorizado o 
de alguna otra forma se ostente poder de disposición, 
custodiadas por personas o entidades que proporcionan 
servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas 
en nombre de terceros, para mantener, almacenar y 
transferir monedas virtuales. 

Las obligaciones previstas en los párrafos anteriores se 
extenderán a quienes tengan la consideración de titulares 
reales de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del 
artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo. 

 
2. Régimen de infracciones y sanciones. 
Constituyen infracciones tributarias no presentar en 

plazo y presentar de forma incompleta, inexacta o con 
datos falsos las declaraciones informativas a que se refiere 
esta disposición adicional. 

También constituirá infracción tributaria la presentación 
de las mismas por medios distintos a los electrónicos, 
informáticos y telemáticos en aquellos supuestos en que 
hubiera obligación de hacerlo por dichos medios. 

Las anteriores infracciones serán muy graves y se 
sancionarán conforme a las siguientes reglas: 

a) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre cuentas en entidades de crédito situadas 
en el extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria 
fija de 5.000 euros por cada dato o conjunto de datos 
referidos a una misma cuenta que hubiera debido incluirse 
en la declaración o hubieran sido aportados de forma 
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 
euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a una misma cuenta, con un mínimo de 
1.500 euros, cuando la declaración haya sido presentada 



extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 
5.000 euros por cada dato o conjunto de datos referidos a 
cada elemento patrimonial individualmente considerado 
según su clase, que hubiera debido incluirse en la 
declaración o hubieran sido aportados de forma 
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 
euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a cada elemento patrimonial 
individualmente considerado según su clase, con un 
mínimo de 1.500 euros, cuando la declaración haya sido 
presentada fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

c) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre bienes inmuebles y derechos sobre bienes 
inmuebles situados en el extranjero, la sanción consistirá 
en multa pecuniaria fija de 5.000 euros por cada dato o 
conjunto de datos referidos a un mismo bien inmueble o a 
un mismo derecho sobre un bien inmueble que hubiera 
debido incluirse en la declaración o hubieran sido 
aportados de forma incompleta, inexacta o falsa, con un 
mínimo de 10.000 euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a un mismo bien inmueble o a un 
mismo derecho sobre un bien inmueble, con un mínimo 
de 1.500 euros, cuando la declaración haya sido 
presentada fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

Las infracciones y sanciones reguladas en esta 
disposición adicional serán incompatibles con las 
establecidas en los artículos 198 y 199 de esta Ley. 

 

fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración Tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

b) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre títulos, activos, valores, derechos, seguros 
y rentas depositados, gestionados u obtenidas en el 
extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 
5.000 euros por cada dato o conjunto de datos referidos a 
cada elemento patrimonial individualmente considerado 
según su clase, que hubiera debido incluirse en la 
declaración o hubieran sido aportados de forma 
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 
euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a cada elemento patrimonial 
individualmente considerado según su clase, con un 
mínimo de 1.500 euros, cuando la declaración haya sido 
presentada fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración Tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

c) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre bienes inmuebles y derechos sobre bienes 
inmuebles situados en el extranjero, la sanción consistirá 
en multa pecuniaria fija de 5.000 euros por cada dato o 
conjunto de datos referidos a un mismo bien inmueble o a 
un mismo derecho sobre un bien inmueble que hubiera 
debido incluirse en la declaración o hubieran sido 
aportados de forma incompleta, inexacta o falsa, con un 
mínimo de 10.000 euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a un mismo bien inmueble o a un 
mismo derecho sobre un bien inmueble, con un mínimo 
de 1.500 euros, cuando la declaración haya sido 
presentada fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración Tributaria. Del mismo modo se sancionará 
la presentación de la declaración por medios distintos a los 

electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista 
obligación de hacerlo por dichos medios. 

d) En el caso de incumplimiento de la obligación de 
informar sobre las monedas virtuales situadas en el 
extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 
5.000 euros por cada dato o conjunto de datos referidos a 
cada moneda virtual individualmente considerada según 
su clase que hubiera debido incluirse en la declaración o 
hubieran sido aportados de forma incompleta, inexacta o 
falsa, con un mínimo de 10.000 euros. 

La sanción será de 100 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a cada moneda virtual individualmente 
considerada según su clase, con un mínimo de 1.500 
euros, cuando la declaración haya sido presentada fuera 
de plazo sin requerimiento previo de la Administración 
Tributaria. Del mismo modo se sancionará la presentación 
de la declaración por medios distintos a los electrónicos, 



informáticos y telemáticos cuando exista obligación de 
hacerlo por dichos medios. 

Las infracciones y sanciones reguladas en esta 
disposición adicional serán incompatibles con las 
establecidas en los artículos 198 y 199 de esta Ley. 

 

Veintisiete. Se añade una letra d) en el apartado 1 de la disposición adicional vigésima, con la siguiente redacción 
(fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

 d) No será de aplicación a las declaraciones aduaneras 
lo previsto en el artículo 27 de esta Ley. 

 

Veintiocho. Se modifica el apartado 6 de la disposición adicional vigésima segunda, que queda redactado de la 
siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

6. Las pruebas documentales, las declaraciones que 
resulten exigibles a las personas que ostenten la 
titularidad o el control de las cuentas financieras y demás 
información utilizada en cumplimiento de las obligaciones 
de información y de diligencia debida a que se refiere esta 
disposición adicional deberán estar a disposición de la 
Administración Tributaria hasta la finalización del cuarto 
año siguiente a aquel en el que se produzca el cierre de la 
cuenta financiera. 

6. Las pruebas documentales, las declaraciones que 
resulten exigibles a las personas que ostenten la 
titularidad o el control de las cuentas financieras y demás 
información utilizada en cumplimiento de las obligaciones 
de información y de diligencia debida a que se refiere esta 
disposición adicional deberán estar a disposición de la 
Administración Tributaria hasta la finalización del quinto 
año siguiente a aquel en el que se deba suministrar la 
información respecto de las citadas cuentas.» 

 

 

 

 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 3, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

1. La descripción catastral de los bienes inmuebles 
comprenderá sus características físicas, económicas y 
jurídicas, entre las que se encontrarán la localización y la 
referencia catastral, la superficie, el uso o destino, la clase 
de cultivo o aprovechamiento, la calidad de las 
construcciones, la representación gráfica, el valor de 
referencia de mercado, el valor catastral y el titular 
catastral, con su número de identificación fiscal o, en su 
caso, número de identidad de extranjero. Cuando los 
inmuebles estén coordinados con el Registro de la 
Propiedad se incorporará dicha circunstancia junto con su 
código registral. 

1. La descripción catastral de los bienes inmuebles 
comprenderá sus características físicas, económicas y 
jurídicas, entre las que se encontrarán la localización y la 
referencia catastral, la superficie, el uso o destino, la clase 
de cultivo o aprovechamiento, la calidad de las 
construcciones, la representación gráfica, el valor de 
referencia, el valor catastral y el titular catastral, con su 
número de identificación fiscal o, en su caso, número de 
identidad de extranjero. Cuando los inmuebles estén 
coordinados con el Registro de la Propiedad se 
incorporará dicha circunstancia junto con su código 
registral. 

 
Dos. Se modifica el artículo 14, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

Artículo 14. Procedimiento de incorporación mediante 
comunicaciones. 

Son comunicaciones: 
a) La información que los notarios y registradores de 

la propiedad deben remitir conforme a lo dispuesto en el 
artículo 36, en cuanto se refiera a documentos por ellos 
autorizados o inscritos cuyo contenido suponga la 
adquisición o consolidación de la propiedad, o la 
adquisición o constitución de los derechos de usufructo, 
superficie o de una concesión administrativa, ya se 

Artículo 14. Procedimiento de incorporación mediante 
comunicaciones. 

1. Son comunicaciones: 
a) La información que los notarios y registradores de la 

propiedad deben remitir conforme a lo dispuesto en el 
artículo 36, en cuanto se refiera a documentos por ellos 
autorizados o inscritos cuyo contenido suponga la 
adquisición o consolidación de la propiedad, o la 
adquisición o constitución de los derechos de usufructo, 
superficie o de una concesión administrativa, ya se 

Artículo decimocuarto. Modificación del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. (Anterior modificación publicada el 31/12/2020). 



refieran a la totalidad del inmueble o a una cuota indivisa 
del mismo previamente incorporada en el Catastro, 
siempre que los interesados hayan aportado la referencia 
catastral en los términos a que se refiere el Título V y se 
formalice en escritura pública o se solicite su inscripción 
en el Registro de la Propiedad. 

Asimismo constituirá comunicación la información 
que deben remitir los notarios referida a la segregación, 
división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, 
siempre que, realizadas las actuaciones que prevé el 
apartado 2 del artículo 47, conste la referencia catastral 
de los inmuebles afectados, exista correspondencia entre 
los inmuebles objeto de dichas actuaciones y la 
descripción que figura en el Catastro y que se aporte el 
plano, representado sobre la cartografía catastral, que 
permita la identificación de esas alteraciones. 

b) Las que formulen los ayuntamientos que, mediante 
ordenanza fiscal, se obliguen a poner en conocimiento del 
Catastro Inmobiliario los hechos, actos o negocios 
susceptibles de generar un alta, baja o modificación 
catastral, derivados de actuaciones para las que se haya 
otorgado la correspondiente licencia o autorización 
municipal, en los términos y con las condiciones que se 
determinen por la Dirección General del Catastro. 

c) Las que las Administraciones actuantes deben 
formalizar ante el Catastro Inmobiliario en los supuestos 
de concentración parcelaria, de deslinde administrativo, 
de expropiación forzosa y de los actos de planeamiento y 
de gestión urbanísticos que se determinen 
reglamentariamente. La comunicación comprenderá la 
correspondiente certificación administrativa expedida por 
el órgano actuante. 

Cuando las actuaciones mencionadas hayan sido 
inscritas en el Registro de la Propiedad, la información será 
igualmente objeto de comunicación al Catastro por el 
registrador, siempre que, realizadas las actuaciones que 
prevé el artículo 48.5, conste la referencia catastral de los 
inmuebles afectados, así como el plano que permita la 
identificación de dichas actuaciones sobre la cartografía 
catastral. 

También constituirá comunicación la información que 
los registradores de la propiedad deben remitir, referida a 
los actos de parcelación que consistan en la segregación, 
división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, 
siempre que se cumplan los requisitos expresados en el 
párrafo anterior y que se solicite su inscripción en el 
Registro de la Propiedad en el plazo de dos meses desde 
el hecho, acto o negocio de que se trate. 

d) La información con trascendencia catastral que 
debe remitir la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria al Catastro, en los supuestos y condiciones que 
se determinen reglamentariamente, de la que tenga 
conocimiento a través de los procedimientos de aplicación 
de los tributos, que permita completar la titularidad de los 
inmuebles inscritos en el Catastro con las cuotas de 
participación no inscritas del cónyuge y de los comuneros, 
miembros o partícipes de las comunidades o entidades sin 
personalidad, así como la referida a los datos 

refieran a la totalidad del inmueble o a una cuota indivisa 
del mismo previamente incorporada en el Catastro, 
siempre que los interesados hayan aportado la referencia 
catastral en los términos a que se refiere el Título V y se 
formalice en escritura pública o se solicite su inscripción 
en el Registro de la Propiedad. 

Asimismo constituirá comunicación la información que 
deben remitir los notarios referida a la segregación, 
división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, 
siempre que, realizadas las actuaciones que prevé el 
apartado 2 del artículo 47, conste la referencia catastral 
de los inmuebles afectados, exista correspondencia entre 
los inmuebles objeto de dichas actuaciones y la 
descripción que figura en el Catastro y que se aporte el 
plano, representado sobre la cartografía catastral, que 
permita la identificación de esas alteraciones. 

b) Las que formulen los ayuntamientos que, mediante 
ordenanza fiscal, se obliguen a poner en conocimiento del 
Catastro Inmobiliario los hechos, actos o negocios 
susceptibles de generar un alta, baja o modificación 
catastral, derivados de actuaciones para las que se haya 
otorgado la correspondiente licencia o autorización 
municipal, en los términos y con las condiciones que se 
determinen por la Dirección General del Catastro. 

c) Las que las Administraciones actuantes deben 
formalizar ante el Catastro Inmobiliario en los supuestos 
de concentración parcelaria, de deslinde administrativo, 
de expropiación forzosa y de los actos de planeamiento y 
de gestión urbanísticos que se determinen 
reglamentariamente. La comunicación comprenderá la 
correspondiente certificación administrativa expedida por 
el órgano actuante. 

Cuando las actuaciones mencionadas hayan sido 
inscritas en el Registro de la Propiedad, la información será 
igualmente objeto de comunicación al Catastro por el 
registrador, siempre que, realizadas las actuaciones que 
prevé el artículo 48.5, conste la referencia catastral de los 
inmuebles afectados, así como el plano que permita la 
identificación de dichas actuaciones sobre la cartografía 
catastral. 

También constituirá comunicación la información que 
los registradores de la propiedad deben remitir, referida a 
los actos de parcelación que consistan en la segregación, 
división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, 
siempre que se cumplan los requisitos expresados en el 
párrafo anterior y que se solicite su inscripción en el 
Registro de la Propiedad en el plazo de dos meses desde 
el hecho, acto o negocio de que se trate. 

d) La información con trascendencia catastral que debe 
remitir la Agencia Estatal de Administración Tributaria al 
Catastro, en los supuestos y condiciones que se 
determinen reglamentariamente, de la que tenga 
conocimiento a través de los procedimientos de aplicación 
de los tributos, que permita completar la titularidad de los 
inmuebles inscritos en el Catastro con las cuotas de 
participación no inscritas del cónyuge y de los comuneros, 
miembros o partícipes de las comunidades o entidades sin 
personalidad, así como la referida a los datos 



identificativos, domicilio fiscal y lugar declarado de 
residencia habitual de los titulares catastrales, con 
independencia de la fecha de realización de los actos, 
hechos o negocios jurídicos correspondientes. 

e) La información con trascendencia catastral que 
debe remitir el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente, relativa a los cambios de los cultivos o 
aprovechamientos de los bienes inmuebles rústicos, de la 
que tenga conocimiento con motivo de las solicitudes de 
ayudas de la Política Agrícola Común. 

 

identificativos, domicilio fiscal y lugar declarado de 
residencia habitual de los titulares catastrales, con 
independencia de la fecha de realización de los actos, 
hechos o negocios jurídicos correspondientes. 

e) La información con trascendencia catastral que debe 
remitir el Ministerio competente en materia de 
agricultura, alimentación y medio ambiente, relativa a los 
cambios de los cultivos o aprovechamientos de los bienes 
inmuebles rústicos, de la que tenga conocimiento con 
motivo de las solicitudes de ayudas de la Política Agrícola 
Común. 

f) Las que formulen las entidades locales o, en su caso, 
las entidades que ejerzan la gestión tributaria del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que pongan en 
conocimiento del Catastro Inmobiliario los hechos, actos o 
negocios susceptibles de generar un alta, baja o 
modificación catastral, derivados de actuaciones para las 
que se haya otorgado la correspondiente licencia o 
autorización municipal, siempre que se cumplan los 
términos y condiciones que se determinen por la Dirección 
General del Catastro. 

g) Los datos, informes o antecedentes suministrados a 
la Dirección General del Catastro en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 36, siempre que incorporen la totalidad de la 
documentación necesaria para acreditar la 
correspondiente alteración catastral de acuerdo con los 
términos y condiciones establecidos por aquella. 

2. Las comunicaciones previstas en las letras f) y g) 
anteriores no eximirán de la obligación de declarar salvo 
que se produzcan con anterioridad a la finalización del 
plazo máximo para cumplir con dicha obligación, en cuyo 
caso la Dirección General del Catastro advertirá de esta 
circunstancia en el correspondiente acuerdo. 

3. El procedimiento de comunicación podrá iniciarse 
directamente con la notificación de la propuesta de 
resolución en aquellos supuestos en que no existan 
terceros afectados. En este caso, el expediente se pondrá 
de manifiesto para la presentación de alegaciones durante 
un plazo de 15 días. Cuando, transcurrido este plazo, los 
interesados no hayan formulado alegaciones, la propuesta 
de resolución se convertirá en definitiva, entendiéndose 
dictado y notificado el acuerdo que contiene el día 
siguiente al de la finalización del mencionado plazo, 
procediéndose al cierre y archivo del expediente. 

 
Tres. Se modifica el apartado 6 del artículo 17, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

6. Los actos a que se refiere este artículo tendrán 
efectividad el día siguiente a aquel en que se produjeron 
los hechos, actos o negocios que originaron la 
incorporación o modificación catastral, con independencia 
del momento en que se notifiquen. 

6. Los actos dictados en los procedimientos de 
incorporación mediante declaración, comunicación y 
solicitud tendrán eficacia desde la fecha en que se produjo 
el hecho, acto o negocio que originó la incorporación o 
modificación catastral, con independencia del momento 
en que se notifiquen. 

 
Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 18, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 



1. El procedimiento de subsanación de discrepancias 
se iniciará por acuerdo del órgano competente, ya sea por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, 
cuando la Administración tenga conocimiento, por 
cualquier medio, de la falta de concordancia entre la 
descripción catastral de los bienes inmuebles y la realidad 
inmobiliaria y su origen no se deba al incumplimiento de 
la obligación de declarar o comunicar a que se refieren los 
artículos 13 y 14. La iniciación del procedimiento se 
comunicará a los interesados, concediéndoles un plazo de 
15 días para que formulen las alegaciones que estimen 
convenientes. 

La resolución que se dicte tendrá efectividad desde el 
día siguiente a la fecha en que se acuerde y se notificará a 
los interesados de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. El plazo 
máximo en que debe notificarse la resolución expresa será 
de seis meses desde la notificación del acuerdo de 
iniciación a los interesados. El vencimiento del plazo 
máximo de resolución determinará la caducidad del 
expediente y el archivo de todas las actuaciones. 

No obstante, en aquellos supuestos en que no existan 
terceros afectados por el procedimiento, éste podrá 
iniciarse directamente con la notificación de la propuesta 
de resolución. En este caso, el expediente se pondrá de 
manifiesto para la presentación de alegaciones durante un 
plazo de 15 días. Cuando, transcurrido este plazo, los 
interesados no hayan formulado alegaciones, la propuesta 
de resolución se convertirá en definitiva y se procederá al 
cierre y archivo del expediente. La efectividad de esta 
resolución se producirá desde el día siguiente al de 
finalización del mencionado plazo. 

1. El procedimiento de subsanación de discrepancias se 
iniciará de oficio por acuerdo del órgano competente, 
cuando la Administración tenga conocimiento, por 
cualquier medio, de la falta de concordancia entre la 
descripción catastral de los bienes inmuebles y la realidad 
inmobiliaria y su origen no se deba al incumplimiento de 
la obligación de declarar o comunicar a que se refieren los 
artículos 13 y 14. La iniciación del procedimiento se 
comunicará a los interesados, concediéndoles un plazo de 
15 días para que formulen las alegaciones que estimen 
convenientes. 

La resolución que se dicte tendrá efectividad desde el 
día siguiente a la fecha en que el Catastro hubiera tenido 
constancia documentada de la discrepancia y se notificará 
a los interesados de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. El 
plazo máximo en que debe notificarse la resolución 
expresa será de seis meses desde la notificación del 
acuerdo de iniciación a los interesados. El vencimiento del 
plazo máximo de resolución determinará la caducidad del 
expediente y el archivo de todas las actuaciones. 

No obstante, en aquellos supuestos en que no existan 
terceros afectados por el procedimiento, éste podrá 
iniciarse directamente con la notificación de la propuesta 
de resolución. En este caso, el expediente se pondrá de 
manifiesto para la presentación de alegaciones durante un 
plazo de 15 días. Cuando, transcurrido este plazo, los 
interesados no hayan formulado alegaciones, la propuesta 
de resolución se convertirá en definitiva y se procederá al 
cierre y archivo del expediente. 

 
Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 20, que queda redactado de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

2. La incorporación en el Catastro Inmobiliario de 
bienes inmuebles o la modificación de su descripción por 
virtud de actuaciones inspectoras surtirán efectos desde 
el día siguiente a aquel en que se produjo el hecho, acto o 
negocio a que se refieren dichas actuaciones, sin perjuicio 
de la posibilidad de iniciar, en su caso, el correspondiente 
procedimiento sancionador dentro del plazo de los tres 
meses siguientes a la fecha en que se hubiese notificado o 
se entendiese notificado el correspondiente acto de 
alteración catastral. 

Dicha notificación se producirá de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 

2. La incorporación en el Catastro Inmobiliario de bienes 
inmuebles o la modificación de su descripción por virtud 
de actuaciones inspectoras tendrán eficacia desde la fecha 
en que se produjo el hecho, acto o negocio a que se 
refieren dichas actuaciones, sin perjuicio de la posibilidad 
de iniciar, en su caso, el correspondiente procedimiento 
sancionador dentro del plazo de los seis meses siguientes 
a la fecha en que se hubiese notificado o se entendiese 
notificado el correspondiente acto de alteración catastral. 

 
Seis. Se modifica el apartado 4 de la disposición adicional tercera, que queda redactado de la siguiente forma (fecha 

entrada en vigor: 11/07/2021): 
 

4. La incorporación en el Catastro de los bienes 
inmuebles o la modificación de su descripción resultante 
de la regularización, surtirá efectos desde el día siguiente 
a aquél en que se produjeron los hechos, actos o negocios 
que originen la incorporación o modificación catastral, con 

4. La incorporación en el Catastro de los bienes 
inmuebles o la modificación de su descripción resultante 
de la regularización, tendrá eficacia desde la fecha en que 
se produjeron los hechos, actos o negocios que originen la 
incorporación o modificación catastral, con independencia 



independencia del momento en que se notifiquen, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo tercero de la 
disposición adicional cuarta para aquellos bienes 
inmuebles que tengan naturaleza rústica y cuenten con 
construcciones indispensables para el desarrollo de las 
explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales. 

del momento en que se notifiquen, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo tercero de la disposición adicional 
cuarta para aquellos bienes inmuebles que tengan 
naturaleza rústica y cuenten con construcciones 
indispensables para el desarrollo de las explotaciones 
agrícolas, ganaderas o forestales. 

 
Siete. Se modifica la disposición transitoria novena, que queda redactada de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

Disposición transitoria novena. Régimen transitorio para 
la determinación del valor de referencia de mercado. 

En tanto no se apruebe el desarrollo reglamentario 
previsto en la disposición final tercera de esta Ley, para la 
determinación del valor de referencia se elaborará un 
informe anual del mercado inmobiliario, base de la 
determinación de los diferentes módulos de valor. 

Las directrices y criterios específicos de aplicación se 
determinarán del siguiente modo: 

a) Para los bienes inmuebles urbanos, así como para 
las construcciones situadas en suelo rústico, con arreglo a 
las normas vigentes para el cálculo de los valores 
catastrales, fijándose anualmente para cada municipio los 
módulos de aplicación. 

b) Para el suelo rústico no ocupado por 
construcciones, por aplicación de los módulos de valor de 
cada cultivo, fijados anualmente para cada municipio, 
corregidos por factores objetivos de localización, 
agronómicos y socioeconómicos, cuando así se justifique 
por el mencionado informe anual del mercado 
inmobiliario. 

 

Disposición transitoria novena. Régimen transitorio para 
la determinación del valor de referencia de cada inmueble. 

En tanto no se apruebe el desarrollo reglamentario, la 
aplicación de los módulos de valor medio previstos en la 
disposición final tercera para la determinación del valor de 
referencia de cada inmueble se realizará de acuerdo con 
las siguientes directrices: 

a) Para los bienes inmuebles urbanos, los criterios y 
reglas de cálculo se ajustarán a lo previsto en las normas 
técnicas de valoración y cuadro marco de valores del suelo 
y de las construcciones para determinar el valor catastral 
de los bienes inmuebles de naturaleza urbana. 

Serán de aplicación los módulos básicos de suelo y 
construcción de cada municipio, que se aprueben de 
acuerdo con las directrices dictadas para la coordinación 
de valores. 

Los valores de suelo de zona permitirán la reproducción 
de los módulos de valor medio de los productos 
inmobiliarios representativos en cada ámbito territorial 
homogéneo de valoración. 

La resolución a aprobar por la Dirección General del 
Catastro definirá su ámbito de aplicación y concretará 
criterios y reglas de cálculo, módulos básicos de suelo y 
construcción, valores de suelo de zona y costes de 
construcción, así como, en su caso, campos de aplicación 
de coeficientes correctores. 

b) Para los inmuebles rústicos sin construcciones, la 
resolución a aprobar por la Dirección General del Catastro 
definirá su ámbito de aplicación, y concretará criterios y 
reglas de cálculo, así como, en su caso, importes y campos 
de aplicación de coeficientes correctores de localización, 
agronómicos y socioeconómicos. 

El informe anual del mercado inmobiliario al que hace 
referencia la disposición final tercera determinará los 
coeficientes correctores aplicables, así como sus importes. 

 
Ocho. Se modifica la disposición final tercera, que queda redactada de la siguiente forma (fecha entrada en vigor: 

11/07/2021): 
 

Disposición final tercera. Valor de referencia de mercado. 
En la forma en la que reglamentariamente se determine, 

la Dirección General del Catastro estimará de forma 
objetiva, para cada bien inmueble y a partir de los datos 
obrantes en el Catastro, su valor de referencia de 
mercado, entendiendo por tal el resultante del análisis de 
los precios comunicados por los fedatarios públicos en las 
transacciones inmobiliarias efectuadas, contrastados con 
las restantes fuentes de información de que disponga. 

Disposición final tercera. Valor de referencia. 
La Dirección General del Catastro determinará de forma 

objetiva y con el límite del valor de mercado, a partir de 
los datos obrantes en el Catastro, el valor de referencia, 
resultante del análisis de los precios comunicados por los 
fedatarios públicos en las compraventas inmobiliarias 
efectuadas. 

A este efecto, incluirá las conclusiones del análisis de los 
citados precios en un informe anual del mercado 



A estos efectos, elaborará un mapa de valores que 
contendrá la delimitación de ámbitos territoriales 
homogéneos de valoración, a los que asignará módulos de 
valor de los productos inmobiliarios representativos en 
dichos ámbitos, y que se publicará con periodicidad 
mínima anual, previa resolución, en la sede electrónica de 
la Dirección General del Catastro. 

inmobiliario, y en un mapa de valores que contendrá la 
delimitación de ámbitos territoriales homogéneos de 
valoración, a los que asignará módulos de valor medio de 
los productos inmobiliarios representativos. El citado 
mapa se publicará en la sede electrónica de la Dirección 
General del Catastro. 

Con el fin de que el valor de referencia de los inmuebles 
no supere el valor de mercado se fijará, mediante orden 
de la Ministra de Hacienda, un factor de minoración al 
mercado para los bienes de una misma clase. 

Con periodicidad anual, la Dirección General del 
Catastro aprobará, mediante resolución, los elementos 
precisos para la determinación del valor de referencia de 
cada inmueble por aplicación de los citados módulos de 
valor medio y de los factores de minoración 
correspondientes, en la forma en la que 
reglamentariamente se determine. 

Fuente: Elaboración propia. 

Cristina Duart Álvarez de Cienfuegos 

Graduada en Derecho 
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Anexo B. Estudio valor de referencia - ejemplo 1 
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Valor Catastral 

Ficha catastral 

 

 

Polígono y Zona de Valor según Ponencia de Valores 

 

 



Valores MBC y de repercusión de suelo según Ponencia de Valores vigente 

 

 

 

 



Coeficientes de actualización aprobados por Ley de Presupuestos Generales del Estado 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Estimación del valor catastral 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

AV CASTILLA 39 Es:1 Pl:EN Pt:0A

PUBLICACIÓN DE LA PONENCIA

FECHA EFECTOS POLÍGONO

2009 03

VALORACIÓN POR REPERCUSIÓN

LOCAL E/PL/PT DESTINO ZONA DE G+B RM VALOR DE

VALOR A B J K L M N REPERCUSIÓN (€/m2)

1 1/EN/A V R2644 1,10 1,50 0,50 1.130,00

2

3

4

TOTAL SUELO

LOCAL E/PL/PT G+B RM IMPORTE 

MBC TIPOLOGÍA COEF. H I J K L M N MBC (€/m2)

1 1/EN/A 2 01113 1,20 0,59 1,50 0,50 650,00

2

3

4

TOTAL CONSTRUCCIÓN

AÑO VALOR CATASTRAL

TOTAL (€)

2009 160.952,40

COEFICIENTES DE ACTUALIZACIÓN SEGÚN L.P.G.E. DESDE LA ÚLTIMA REVISIÓN CATASTRAL:

AÑO DE PARTIDA 2009 SUELO CONSTRUCCIÓN

2010 1,01 118.638,14 Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010

2015 0,78 92.537,75 Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015

92.537,75

TOTAL VALOR CATASTRAL EN AÑO 2022

Fuente: Elaboración propia

34.260,56

DESTINO - ANTIGÜEDAD

CONSERVACIÓN

VALORACIÓN DE LA CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE

(m2)

V-1972-N

CONSTRUCCIÓN CORRECTORES CONJUNTOS

126

COSTE DE COEFICIENTES COEFICIENTES CORRECTORES

VALOR (€)

43.488,90

(m2)

CORRECTORES

REPERCUSIÓN

117.463,50Vivienda

VALOR CATASTRALVALOR CATASTRAL

DATOS DE VALORACIÓN

28/06/2008 R2644

VALORACIÓN DEL SUELO

VUB (€/m2)

COEFICIENTES CORRECTORES

SUPERFICIE

ZONA VALOR

CONJUNTOS

6343302 TP8264S 0004 DD

BOP / BOC / BOE REPERCUSIÓN

VRB (€/m2)

990,00

VALORES DE SUELO EN POLÍGONO

UNITARIO

33203 GIJON [ASTURIAS]

IDENTIFICACIÓN DEL BIEN INMUEBLE

CLASE

URBANO

DE LA CONSTRUCCIÓN (€)

SUPERFICIE DE SUELO

126

PORCENTAJE DE PARTICIPACIÓN

LOCALIZACIÓN

MBC (€/m2)

43.488,90

DEL SUELO (€)

117.463,50

43.923,79

REFERENCIA CATASTRAL

CONSTRUCCIÓN

MBR (€/m2)

SUELO

VALOR (€)

117.463,50

126

126.798,30

COEFICIENTES

TIPO DE VALOR DE

VALORES CATASTRALES

100%

NÚMERO / PUNTO KILOMÉTRICO

39

43.488,90

MÓDULOS BÁSICOS

1200,00 650,00

126.798,3034.260,56

TOTAL

162.561,92

126.798,30



Valor de referencia previsto en la normativa reguladora del catastro inmobiliario 

Certificación catastral de valor de referencia 

 

 

Resolución de 10 de noviembre de 2021. Anexo V. 

 



Resolución de 10 de noviembre de 2021. Anexo III. 

 

 

Resolución de 10 de noviembre de 2021. Anexo II. 

 



Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Valor tasado medio vivienda libre. 

 

Fuente: Ministerio de Fomento. https://www.fomento.gob.es/be2/?nivel=2&orden=35000000 

Tabla 4.

Valor tasado medio de vivienda libre de los municipios mayores de 25.000 habitantes.

Tercer trimestre de 2021 (*)

(*) Para acceder a la información de años anteriores consulte las pestañas que se encuentran en la parte inferior de este excel

Unidad: euros/m2

Hasta cinco años Con más de cinco años Hasta cinco años Con más de cinco años

de antigüedad de antigüedad de antigüedad de antigüedad

Almería Almería 1.673,9 1.251,2 1.258,2 72 509 581

Nijar n.r 1.070,9 1.072,0 1 91 92

Roquetas de Mar n.r 1.124,5 1.125,1 18 476 494

Ejido (El) n.r 1.048,4 1.049,9 19 312 331

Cádiz Algeciras n.r 1.122,4 1.124,0 16 399 415

Arcos de la frontera n.r 855,0 859,9 3 88 91

Cádiz 2.230,1 2.121,4 2.124,2 35 236 271

Chiclana de la Frontera n.r 1.406,9 1.420,0 19 336 355

Jerez de la Frontera 1.433,6 1.042,0 1.044,7 22 575 597

Línea de la Concepción (La) n.r 1.134,4 1.134,4 7 231 238

Puerto de Santa María n.r 1.588,0 1.590,3 18 242 260

Puerto Real n.r 1.164,4 1.165,3 14 92 106

Rota 2.187,1 1.925,3 1.931,6 33 138 171

San Fernando n.r 1.237,5 1.237,9 16 196 212

Sanlúcar de Barrameda n.r 1.289,2 1.290,4 11 156 167

San Roque n.r 1.560,5 1.563,5 17 164 181

Córdoba Córdoba 1.796,8 1.289,9 1.310,6 79 787 866

Lucena n.r 812,0 818,5 4 124 128

Puente Génil n.r 836,0 838,9 1 42 43

Almuñecar n.r 1.798,4 1.807,1 8 129 137

Granada Granada 2.034,9 1.625,9 1.633,1 62 468 530

Motril 1.345,5 1.096,7 1.102,2 27 179 206

Huelva Huelva 1.361,2 1.095,9 1.097,8 37 331 368

Lepe n.r 1.415,4 1.416,9 18 161 179

Jaén Andújar n.r 761,6 763,3 1 107 108

Jaén n.r 1.106,8 1.109,9 20 276 296

Linares n.r 750,8 753,2 8 144 152

Úbeda n.r 868,7 869,6 7 72 79

Málaga Alhaurín de la Torre 1.636,0 1.686,6 1.684,8 25 148 173

Antequera n.r 1.062,3 1.063,2 5 86 91

Benalmádena 2.251,8 2.170,5 2.172,7 32 338 370

Estepona 2.249,7 1.892,6 1.905,0 91 301 392

Fuengirola 2.509,2 2.229,3 2.236,7 81 206 287

Málaga 2.302,9 1.962,6 1.969,5 284 1.424 1.708

Marbella 3.205,4 2.631,9 2.642,4 52 642 694

Mijas 2.354,4 1.832,3 1.850,1 49 439 488

Rincón de la Victoria n.r 1.908,3 1.914,4 19 180 199

Ronda n.r 1.204,9 1.206,9 6 93 99

Vélez Málaga 1.829,2 1.505,6 1.512,4 26 278 304

Torremolinos 2.569,0 2.105,1 2.115,2 59 243 302

Sevilla Alcalá de Guadaíra n.r 1.141,1 1.142,1 13 196 209

Camas n.r 1.080,3 1.081,7 19 86 105

Carmona n.r 1.060,4 1.066,5 12 79 91

Coria del Río n.r 964,1 966,0 3 63 66

Dos Hermanas 1.422,0 1.308,9 1.314,2 89 328 417

Écija n.r 903,0 907,7 4 52 56

Lebrija n.r 838,6 841,5 3 33 36

Mairena del Aljarafe 1.829,8 1.599,5 1.605,6 62 114 176

Morón de la Frontera n.r 895,4 897,6 4 39 43

Palacios y Villafranca (Los) n.r 971,9 973,3 6 57 63

Rinconada (La) n.r 1.113,8 1.115,7 7 78 85

Sevilla 2.311,7 1.898,5 1.904,8 128 1.531 1.659

Utrera n.r 1.010,0 1.009,3 12 105 117

Huesca Huesca 1.387,3 1.289,2 1.290,4 24 87 111

Teruel Teruel n.r 1.151,3 1.160,6 13 82 95

Zaragoza Zaragoza 1.836,4 1.499,0 1.505,2 152 1.076 1.228

ASTURIAS Avilés n.r 1.156,8 1.163,4 13 113 126

Gijón 1.642,8 1.470,8 1.472,8 80 532 612

Langreo n.r 799,2 800,0 3 59 62

Mieres n.r 840,8 842,2 3 45 48

Oviedo 1.665,6 1.391,8 1.393,6 52 400 452

Siero n.r 1.165,4 1.166,1 7 140 147

ILLES BALEARS Calvià n.r 3.226,0 3.242,6 17 183 200

Provincia Municipio

Valor tasado de vivienda Número de tasaciones

Total Total

https://www.fomento.gob.es/be2/?nivel=2&orden=35000000
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